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rESUMEN EJECUTIVO

El presente estudio especial consistió en verificar la veracidad de los hechos consignados en las denuncias planteadas a este órgano contralor en relación con el proyecto de ampliación del acueducto El Coco-Ocotal y mejoras del acueducto Sardinal. El período objeto del estudio abarcó del 1º de enero del 2006 al 30 de junio de 2008. Este proyecto fue autorizado por el AyA para que fuera ejecutado por desarrolladores privados al amparo del artículo 38 de la Ley de Planificación Urbana, pero en todo el proceso del desarrollo se dieron incumplimientos importantes al ordenamiento jurídico y otras fallas, tales como las siguientes:

Ausencia de requisitos importantes y de un marco legal suficiente para regular el proyecto contemplado en la carta de entendimiento que formalizó el AyA con la empresa Coco Water S.A. Asimismo, la Junta Directiva omitió conocer el contrato de fideicomiso que sirve como garantía de las obras. 

Autorización del proyecto sin contar previamente con estudios hídricos suficientemente detallados de los mantos acuíferos de Sardinal y El Coco-Ocotal. Además, se autorizó el inicio de las obras sin que se cumplieran los trámites de ley, en cuanto a la aprobación de planos, licencia municipal y el pago de 1% del impuesto de construcción de las obras de este proyecto y sin la viabilidad ambiental.

Por otra parte, el AyA en materia de trámites ambientales se arrogó obligaciones que legalmente le corresponden a los desarrolladores del proyecto de acueducto, comprometiendo además a la Hacienda Pública al asumir la responsabilidad directa de los eventuales daños ambientales que se ocasionen producto de la ejecución de las obras. 

El Instituto no ejerció todos sus poderes de tutela y fiscalización de las obras para que el proyecto se construyera de acuerdo con los requerimientos técnicos aprobados para el buen funcionamiento del sistema.

Además, en forma improcedente la Institución emitió 49 cartas de disponibilidad de agua y 22 certificaciones mediante las cuales también se garantiza la disponibilidad de agua, comprometiéndose el suministro de agua por un total de 4.127 servicios. Mediante estos documentos se tramitó la licencia municipal para 22 proyectos (condominios, villas, apartamentos y centros comerciales), de los cuales en algunos casos el AyA concedió nuevas previstas de agua para que edificaran las obras e incluso para que las pusieran en operación, no obstante que tales actos administrativos procedían hasta que el proyecto estuviera debidamente terminado y recibido a satisfacción. 

Por otra parte, sin la debida planificación y programación el AyA procedió a ejecutar en el año 2008 el proyecto “Mejoras al Acueducto de Sardinal”. 
En virtud de lo comentado se emitieron disposiciones al AyA y a otras instancias del Estado (MINAET, MUNICIPALIDAD DE CARRILLO y ARESEP), con el propósito de corregir las deficiencias señaladas.
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1.
INTRODUCCIÓN.
1.1.
ORIGEN DEL ESTUDIO.
El estudio se realizó en atención de diversas denuncias planteadas a esta Contraloría General de la República y en cumplimiento del Plan Anual de Trabajo de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa.

1.2.
OBJETIVOS DEL ESTUDIO.
Evaluar con respecto al proyecto de ampliación del acueducto El Coco-Ocotal, lo actuado por el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados AyA en torno a la formalización de una carta de entendimiento con la empresa Coco Water S.A. y a la aceptación de un contrato de fideicomiso como garantía de las obras de este acueducto. Además, analizar si ese Instituto: contó con estudios hidrogeológicos suficientemente detallados de los mantos acuíferos de Sardinal y El Coco; cumplió con los requisitos de ley de previo a la ejecución de las obras; ejerció fiscalización e inspección del proyecto; actuó a derecho con el otorgamiento de cartas de disponibilidad de agua; y si programó y planificó adecuadamente el proyecto de mejoras del acueducto Sardinal.
1.3.
ALCANCE DEL ESTUDIO.
El examen consistió en un estudio especial con el fin de determinar la veracidad de los hechos consignados en las denuncias planteadas a este órgano contralor en relación con la ampliación del acueducto El Coco-Ocotal y las mejoras del acueducto Sardinal. Para tal fin, se procedió a la recopilación y análisis de documentos relacionados con: informes de la Auditoría Interna, actas de la Junta Directiva, carta de entendimiento que formalizó el AyA con la empresa Coco Water S.A., contrato de fideicomiso que ese Instituto aceptó como garantía de las obras de dicho acueducto, estudios hídricos, trámites de permiso de construcción, viabilidad ambiental, cartas de disponibilidad de agua y verificación en el campo de las obras construidas al amparo de éstas. Además, se investigó lo relativo a la planificación del proyecto mejoras al acueducto de Sardinal. El periodo objeto de estudio comprendió del 1º de enero del 2006 al 30 de junio de 2008, ampliándose en aquellos casos en que se consideró necesario.

El estudio se realizó de conformidad con el Manual de normas generales de control interno para la Contraloría General de la República y las entidades y órganos sujetos a su fiscalización y el Manual de normas generales de auditoría para el sector público. En algunos asuntos de naturaleza especializada, en relación con estudios hídricos, se utilizaron como respaldo documentos técnicos, de los cuales, cuando se requiere, se hace la referencia necesaria.

1.4.
OTROS ESTUDIOS.
En atención a algunos hechos detectados durante la ejecución de este estudio, se está valorando profundizar en la investigación de algunas situaciones presuntamente irregulares relacionadas con dicho proyecto.

1.5.
COMUNICACIÓN PRELIMINAR DE LOS RESULTADOS DEL ESTUDIO.
Los resultados, conclusiones y disposiciones del presente estudio fueron expuestos el día 19 de noviembre del año 2008, a los siguientes funcionarios del AyA: Lic Ricardo Sancho Chavarría, Presidente Ejecutivo, Lic. Guillermo Arce Oviedo, Sugerente General; Ing. Roosevelt Alvarado Ramírez, Subgerente Gestión de Sistemas Periféricos; Lic. Rodolfo Lizano Rojas, Director de la Dirección Jurídica; Lic. Alcides Vargas Pacheco, Auditor Interno; Ing. José Luis Arguedas Negrini, Director de la Dirección de Estudios y Proyectos; y Licda. Erica Brenes Mirault, Asesora de la Presidencia Ejecutiva. 

2.
RESULTADOS.
2.1.
DEBILIDADES EN LA FORMALIZACIÓN DE LA CARTA DE ENTENDIMIENTO QUE REGULA LO RELATIVO AL DESARROLLO DEL PROYECTO DE ACUEDUCTO EL COCO-OCOTAL.
Se determinó que para regular el desarrollo del proyecto de ampliación del acueducto El Coco-Ocotal por parte de la empresa Coco Water S.A., al amparo del artículo 38 de la Ley de Planificación Urbana, el AyA formalizó el 16 de marzo de 2006 con la citada empresa, una carta de entendimiento mediante la cual se conviene lo siguiente:
“PRIMERO: Las obras de esta carta de entendimiento se fundamentan en lo preceptuado por el artículo 38 de la Ley de Planificación Urbana...”

“SEGUNDO: Todas las obras se construirán de acuerdo con las especificaciones técnicas suministradas y aprobadas por AyA, de manera que se asegure el servicio de agua potable presente y futuro para los desarrollos y proyectos que de acuerdo a las normas vigentes sean debidamente aprobados por el AyA. Todos los planos y diseños serán sometidos a la aprobación del Colegio de Ingenieros, Municipalidad, AyA y cualquier otro ente público competente, y se someterá el proyecto a aprobación por parte de SETENA (El subrayado no es del original.)
TERCERO: La empresa COCO WATER S.A. se obliga a cumplir todas y cada una de las normas jurídicas y de orden técnico que se hayan dictado y que se lleguen a promulgar, y que de cualquier forma afecten o se relacionen con este proyecto, especialmente la Ley Constitutiva del AyA, así como todos los cuerpos normativos referidos a la construcción de sistemas de acueductos y alcantarillado pluvial y sanitario, control de vertidos, protección de aguas subterráneas, planificación urbana y aquellas legislaciones dirigidas a la protección ambiental.

CUARTO: AyA garantizará el otorgamiento de 5000 servicios solicitados por la empresa COCO WATER S.A., siempre y cuando exista la disponibilidad correspondiente y se cumpla con todos los requerimientos de orden técnico y reglamentario. Los costos de conexión y las tarifas a aplicar serán las que se encuentren aprobadas por la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, según la naturaleza de cada unidad servida, y de conformidad con lo establecido en el Reglamento de Prestación de Servicios de AyA.

QUINTO: De conformidad con el artículo 38 de la Ley de Planificación Urbana, los proyectos futuros de urbanización que requieran utilizar los servicios derivados de este proyecto, durante un plazo de cinco años, contados a partir de la terminación del mismo, deberán abonar a la empresa COCO WATER S.A. una cantidad proporcional por cada unidad proporcional por cada unidad de vivienda que contenga el nuevo proyecto. Esta disposición no se aplicará a viviendas unifamiliares, para las cuales AyA podrá otorgar la disponibilidad de agua sin que se deba abonar ningún costo a Coco Water S.A., sin embargo si deberán cancelarse los costos del nuevo servicio que correspondan según ARESEP. Para dar cumplimiento a lo indicado en ésta cláusula, la empresa COCO WATER S.A. debe llevar una contabilidad de costos, autorizada por Contador Público Autorizado, quien certificará el final el costo real y total de la obra, el cual será verificado y aprobado por AyA.

SEXTO: Una vez concluidas las obras, éstas serán entregadas para la administración y operación por parte de AyA, previa verificación de cumplimiento de todos los requerimientos de orden técnico y legal. Los terrenos y servidumbres necesarios para el desarrollo y operación del sistema serán entregados debidamente inscritos en el Registro Público a nombre de AyA, libres de todo gravamen y anotación, siguiendo los procedimientos establecidos en el AyA.

SETIMO: La inspección del proyecto estará a cargo de AyA, quien velará no solo por la calidad constructiva, sino también para que los materiales, personal y equipo utilizado sean idóneos para este tipo de desarrollos. Las instrucciones giradas por AyA, serán de acatamiento obligatorio por parte de los constructores.

OCTAVO: La firma de esta carta de entendimiento no implica el otorgamiento de la carta de disponibilidad de agua, ni la autorización para el inicio de ninguna obra, ya que éstas se otorgarán hasta tanto se cumpla con todos los requisitos y aprobaciones regulares que prevén las leyes y los reglamentos vigentes, de conformidad con el acuerdo de Junta Directiva No. AN-2001-137.”.

Del análisis de las cláusulas antes citadas se desprende que la carta de entendimiento fue el documento en que la empresa Coco Water S.A. expresó su voluntad de realizar la obra y el AyA su autorización para que ésta se pudiera realizar. En la cláusula primera consta que la citada empresa financiaría en su totalidad las obras del supracitado proyecto. 

Sin embargo, ni en esa carta ni en otro documento se consignaron aspectos relevantes para que quedara debidamente regulado el desarrollo de un proyecto de acueducto al amparo del artículo 38 de la Ley de Planificación Urbana, que definiera aspectos tales como: especificaciones técnicas, responsabilidades o compromisos de las partes, cómo llevar a cabo la supervisión y fiscalización de las obras por parte del AyA, unidades o funcionarios del Instituto responsables de tales labores, trámite de aprobación de las modificaciones que pudiera sufrir el proyecto, aportaciones de la entidad en cuanto a estudios, plazo para entrega de la obra, emisión de informes técnicos y financieros, garantía de cumplimiento con base en lo dispuesto por el artículo 39 de la Ley de Planificación Urbana, etc. 

Aparte de lo señalado, debe indicarse que en la cláusula cuarta de dicha carta, se establece la obligación para AyA de garantizar el otorgamiento de 5.000 servicios solicitados por la empresa Coco Water S.A., y no obstante que se hace la aclaración de que siempre y cuando exista la disponibilidad correspondiente, dicha cláusula, por la forma que se plantea, podría dar margen para que la contraparte alegue un derecho preferente para la asignación de los servicios en menoscabo de los derechos de la colectividad. Sobre el particular, cabe señalar que la Procuraduría General en su criterio No. C-218-2008, de fecha 25 de junio del presente año, indicó que la autorización de inversión privada jamás puede ir en detrimento de la satisfacción del interés público, el cual se basa en principios de igualdad, universalidad, eficiencia y continuidad del servicio público a prestar. 
A su vez, de acuerdo con el artículo 1° de la Ley General de Agua Potable, No. 1634 del 18 de setiembre de 1953, “se declaran de utilidad pública el planeamiento, proyección y ejecución de las obras de abastecimiento de agua potable en las poblaciones de la República. En vista de la utilidad pública del agua, cualquier documento, sea carta de entendimiento o no, en el que se establezca el interés de un particular para desarrollar una obra con el fin de aprovechar el recurso hídrico, debe ser lo suficientemente claro y preciso, en cuanto a las especificaciones técnicas y otros requisitos importantes que deben quedar debidamente regulados para efectos de que el AyA, en cumplimiento de su deber de fiscalización, ejerza todos sus poderes de tutela y supervisión, con el propósito de asegurarse que un proyecto como el acueducto El Coco-Ocotal, se realice bajo los estrictos lineamientos técnicos, tendientes a garantizar una adecuada operación del sistema y, por ende, brindar un servicio público eficiente y evitar el riesgo de comprometer en forma alguna los derechos de la colectividad actual o de los habitantes de los eventuales nuevos desarrollos.

2.2.
ACEPTACIÓN DEL CONTRATO DE FIDEICOMISO COMO GARANTÍA DE LA CONSTRUCCIÓN DE LAS OBRAS DEL ACUEDUCTO EL COCO-OCOTAL.
Del estudio efectuado se determinó que la Junta Directiva del AyA aceptó como garantía de la construcción de la obras de infraestructura del proyecto ampliación del acueducto El Coco-Ocotal
, la constitución del fideicomiso de acueducto Playas del Coco, sin conocer el contrato de fideicomiso. Sobre el particular, el Presidente Ejecutivo  indicó lo siguiente: “La Junta Directiva del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados no entró a conocer el fideicomiso como tal y su clausulado por lo que en concordancia con la petición del punto a) nunca fue aportado a esa Junta Directiva, ni avalado ni aprobado.”
. Al respecto, debe indicarse que si bien ese contrato no lo suscribió el Instituto y no requiere de su aprobación para su validez por su carácter privado, la Administración al aceptarlo como garantía de las obras para los fines de los artículos 38 y 39 de la Ley de Planificación Urbana, tenía el deber de conocer su contenido, máxime si en éste se designaba al AyA como Fideicomisario Principal. Debido a dicha omisión, no conocieron, en principio, que en el clausulado de dicho contrato se establecían obligaciones que rozan con el ordenamiento jurídico, tales como las consignadas en la cláusula quinta, “Del Fiduciario”, Apartado II, “De las instrucciones al Fiduciario” inciso d), que se cita a continuación:

“d) Entrega del Proyecto al Fideicomisario Principal: (…) el Fideicomisario Principal deberá comprometerse de forma irrevocable a lo siguiente: a) Asegurar a los FIDEICOMISARIOS FUNDADORES la conexión al suministro de agua para los proyectos urbanísticos y/o hoteleros que se describen en el Anexo II de este contrato. Para tal efecto, el Fideicomisario Principal deberá entregar Cartas de Disponibilidad de Agua Incondicionales a favor de cada uno de los FIDEICOMISARIOS, siendo que cada carta mencionará expresamente que AyA garantizará a cada FIDEICOMISARIO la cantidad de agua que le corresponda a su proyecto según detalle incluido en el Anexo II de este contrato; (…)”  (El subrayado no corresponde al original).
Tampoco pudieron percatarse que dicho contrato de fideicomiso en la cláusula octava del punto H), en lo que se refiere a las “Normas de Carácter General” establece lo siguiente:

“Está completamente prohibido al Fiduciario, a los Fideicomitentes y a los Fideicomisarios, develar a terceros, sin autorización del Comité de Fideicomisarios, cualquier información relacionada, directa o indirectamente, con este contrato de Fideicomiso. El incumplimiento de lo anterior será considerado un incumplimiento grave, que dará derecho a los afectados a reclamar los daños y perjuicios causados”.
La cláusula antes citada riñe con el accionar de una institución pública como es el AyA, ya que mediante un contrato privado que está aceptando como garantía de las obras del proyecto del acueducto de playas del Coco, y en el cual se le designa como Fideicomisario Principal, se le ponen restricciones que atentan contra los principios de transparencia, publicidad, y el principio constitucional relativo a la rendición de cuentas incorporado en el artículo 11 de nuestra Constitución Política.
Con condiciones plasmadas en el citado contrato, como las comentadas anteriormente, la Junta Directiva no debió aceptarlo como garantía de la construcción de las obras de infraestructura del acueducto El Coco-Ocotal, hasta tanto no se modificaran éstas, por cuanto se puede interpretar que se está comprometiendo a la entrega de la cantidad de agua que le corresponda a cada desarrollador según su proyecto, otorgando una ventaja indebida en relación con el resto de población de la zona, tanto así que se establece una distinción entre los fideicomisarios fundadores y los potenciales, pues a éstos últimos se les suministraría el agua potable siempre y cuando existan pajas de agua disponibles, lo cual va en detrimento del interés público y de los principios de igualdad, universalidad, eficiencia y continuidad, tal y como lo señaló la Procuraduría General de la República en su Dictamen No. C-218-2008, de fecha 25 de junio del presente año (en ese sentido ver el Voto 005645-2007 de la Sala Constitucional de la Corte de Suprema de Justicia del 25 de abril de 2007).
Aparte de lo antes señalado, el AyA al aceptar el contrato de fideicomiso como garantía de las obras para los efectos de los artículos 38 y 39 de la Ley de Planificación Urbana, debió conocer y valorar los alcances del documento y verificar si constituía garantía suficiente para la conclusión de éstas, de lo cual no existe evidencia que se ha hecho. Como muestra, se señala que en el acuerdo de dicha Junta, no consta que se haya verificado entre otros aspectos, si los bienes inmuebles que deben traspasarse al AyA, estaban inscritos a nombre del banco fiduciario al momento de solicitar la autorización de la cesión de derechos.

2.3.
AUTORIZACIÓN DEL PROYECTO DE ACUEDUCTO EL COCO-OCOTAL, SIN CONTAR CON ESTUDIOS HÍDRICOS SUFICIENTEMENTE DETALLADOS.
En relación con los estudios hídricos con que debía contar este proyecto sobre los mantos acuíferos de Sardinal, este órgano contralor consultó al Presidente Ejecutivo del AyA
, el cual, entre otros aspectos, señaló lo siguiente
: “(…) se puede  asegurar que AyA contó con los estudios que se consideraron necesarios para autorizar el diseño y lo más importante que se dispone de un caudal suficiente en el acuífero para la sostenibilidad del proyecto. (…) AyA cuenta con estudios técnicos serios en materia de producción de agua del acuífero de Sardinal y de la proyección de la demanda que se podrá cubrir acorde con la oferta disponible, de forma tal que no se incumple con el aspecto esencial que es la preservación y protección del recurso hídrico, en razón de que no se está exponiendo a una sobreexplotación del recurso hídrico subterráneo, por cuanto la producción de éste es inclusive mayor a la estimada en el estudio hidrogeológico elaborado en AyA.. (…) En ese sentido se realizó un estudio hidrogeológico conforme al cual no se afectará el manto acuífero de la zona…”. Sobre el particular, de las investigaciones realizadas por esta Contraloría General se determinó lo que a continuación se indica:
a) Mediante la formalización de la carta de entendimiento del 16 de marzo de 2006, el AyA autorizó a la empresa Coco Water S.A. para que desarrollara el proyecto de ampliación del acueducto El Coco-Ocotal. Para esa fecha se disponía de un informe preliminar sobre las necesidades del acueducto de playas de El Coco-Ocotal
. El informe final fue concluido por el Ing. Esteban Vargas Rounda en el mes de octubre del 2006, no obstante para ese mes ya se había comprometido el suministro de agua en 2.330 servicios,
 producto de las cartas de disponibilidad de agua emitidas en la Regional Chorotega, tema sobre el cual se ahondará más adelante en este informe. 

b) La Junta Directiva en sesión ordinaria 2001-035 del 23 de mayo de 2001, tomó el acuerdo No. 2001-137, artículo 4°, referente a que no se autorizarán fraccionamientos, lotificaciones, urbanizaciones o condominios, cuyo suministro de agua potable, provenga de los acuíferos, salvo que previamente el interesado que quiera acogerse a lo dispuesto en el artículo 39 de la Ley de Planificación Urbana, presente un estudio hidrogeológico integral del acuífero y la cuenca hidrográfica, mediante el cual demuestre los caudales de recarga y los caudales actualmente explotados. Dicha condición no se cumplió en el caso de la empresa Coco Water S.A.
c) En el expediente No. JD-2007-001, relacionado con el procedimiento administrativo que se instauró y en el cual se establecieron responsabilidades administrativas producto de la emisión de cartas de disponibilidad de agua en la zona de El Coco, Guanacaste,
 se tuvo como hecho probado, entre otros: que no se constató el balance hídrico del acuífero y su calidad físico-química y biológica para garantizar que los nuevos habitantes que eventualmente se asienten en sus proyectos tendrían agua de calidad y cantidad adecuada. En cuanto a los estudios hídricos, en dicho expediente consta,
 que en mayo de 2007 el Director de la Dirección de Estudios y Proyectos del AyA, Ing. José Luis Arguedas Negrini, manifestó lo siguiente: “Técnicamente va a haber el recurso hídrico de algún lado. Lo que tiene El Coco actualmente ya está casi llegando a su límite. Por recomendaciones de la misma geóloga, dijo ya El Coco no se puede explotar más, hay que salirse”.

d) Hasta el mes de enero de 2008, es que la Jefe del Departamento de Estudios Básicos del AyA, Hidróloga Viviana Ramos Sánchez, emitió un informe que contiene los resultados del denominado “Estudio Hidrogeológico del Acueducto Sardinal-2008”, el cual es entregado el 17 de febrero del año en cita, al Presidente Ejecutivo de este Instituto
. Con base en diversos estudios que se mencionan en la página 21 de dicho informe, es que esa funcionaria determinó las condiciones hidrogeológicas del Acuífero Sardinal.
 
e) En cuanto a los estudios que utilizó como referencia la Hidróloga Viviana Ramos Sánchez, el MSc. Mario Arias Salguero de la Escuela Centroamericana de Geología de la Universidad de Costa Rica, ante petición de la Defensoría de los Habitantes,
 efectuó un análisis de cada uno de ellos y llegó a la siguiente conclusión: “Al considerar toda la información referida en los estudios analizados, se concluye que no existe un estudio detallado del acuífero Sardinal, que muestre el modelo hidrogeológico, ni el cálculo específico de la recarga directa por lluvia para la zona de dicho acuífero con datos propios del sitio y actualizados.”.
f) El 13 de mayo de 2008, el AyA entregó al SENARA los siguientes estudios técnicos.
 “Informe proyecto final playas El Coco-Ocotal, Guanacaste”, elaborado por el Ing. Esteban Vargas y el “Estudio Hidrogeológico del Acuífero Sardinal-2008”, preparado por la Hidróloga Viviana Ramos. En relación con dichos estudios, el Ingeniero Carlos Romero Fernández, Director de Aguas Subterráneas del SENARA, señaló en su oficio No. ASUB-230-08 del 29 de mayo del año en cita, entre otros aspectos, lo siguiente:
“Cabe notar que al no existir una valoración de si estos sistemas acuíferos soportan la infraestructura proyectada, pondrían en peligro la sostenibilidad en calidad y cantidad del recurso hídrico existente en ambos acuíferos.
La evaluación del impacto hacia las aguas subterráneas por la puesta en operación del acueducto El Coco-Ocotal debe realizarse en función de los acuíferos que están dentro del área de influencia del proyecto: Acuíferos Sardinal, El Coco y Ocotal.

Los estudios presentados no cuentan con la información suficiente para valorar el efecto de la explotación de los campos de pozos de Sardinal y el Coco, sobre los acuíferos explotados y sobre otras captaciones y aguas superficiales existentes en el área de influencia de los campos.

No se evalúa el impacto sobre los acuíferos de Ocotal y El Coco, dado el aumento en la capacidad de abastecimiento del acueducto que se traduce en un aumento en la infraestructura sobre los acuíferos del Coco y Ocotal, y en un riesgo hacia la calidad y cantidad de agua en el acuífero.”.
Además, en relación con los mencionados estudios, el Ingeniero Carlos Romero Fernández, Director de Aguas Subterráneas del SENARA, indicó a este órgano contralor, entre otros aspectos, lo siguiente:

“El estudio realizado por Ing. Esteban Vargas, describe las características técnicas del acueducto, este estudio no contempla la valoración de los acuíferos Sardinal y El Coco-Ocotal y por tanto no arroja resultados de si tienen suficiente agua para abastecer los proyectos de los acueductos.”.
Asimismo, el citado Director indicó que: “En cuanto al estudio de la MSc. Viviana Ramos, este no contempla el acuífero El Coco-Ocotal y la valoración realizada es únicamente del acuífero Sardinal. Los resultados del estudio de Ramos tienen un nivel de investigación insuficiente al requerido para evaluar el efecto de la explotación intensiva del acuífero Sardinal por medio del establecimiento de un campo de pozos y determinar si el acuífero tiene suficiente agua para abastecer los proyectos de los acueductos, criterio que en lo general ha compartido la Escuela de Geología de la UCR.”.

g) Por su parte, el Gerente General de SENARA, Ingeniero Bernal Soto Zúñiga, indicó a este órgano contralor,
 entre otros aspectos, los siguientes:

“…La demanda de agua potable de los acuíferos de las zonas de Sardinal y playas del Coco, para los proyectos actuales y futuros no se conoce en detalle….En la actualidad, SENARA cuenta con estudios de oferta disponible en el acuífero del Tempisque; sin embargo, estos estudios son de carácter regional y debido a la demanda creciente de los últimos años, se requiere estudios a nivel de detalle por sectores acuíferos, con el fin de establecer cual (sic) es la oferta y demanda del sistema acuífero de dichos sectores.”.
h) El 3 de junio de 2008, el Ministro de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones (MINAET) nombró una comisión integrada por funcionarios del Departamento de Aguas del MINAET, AyA y Área de Aguas Subterráneas del SENARA, con el fin de coordinar un trabajo técnico y rendir un informe sobre la disponibilidad de agua, cumpliendo con los estudios requeridos por el SENARA en el oficio No. ASUB-230-08 del 29 de mayo de 2008; esto dado que de acuerdo con esta última entidad, los estudios del AyA no tenían el nivel de detalle por sectores acuíferos que permitieran establecer la oferta y demanda real del sistema acuífero de Sardinal y El Coco-Ocotal, y porque no tenían un nivel de investigación suficiente al requerido para evaluar el efecto de la explotación intensiva de dichos acuíferos.

El cumplimiento en cuanto a los estudios requeridos por el SENARA se hace también en vista que de acuerdo con los incisos e) y h) del artículo 3° de la Ley de Creación del Servicio Nacional de Aguas, Riego y Avenamiento, No. 6877 del 18 de julio de 1983, es a esa Institución la que le compete “Investigar, proteger y fomentar el uso de los recursos hídricos del país, tanto superficiales como subterráneos;” y “Vigilar el cumplimiento de las disposiciones legales en las materias de su incumbencia. Las decisiones que por ese motivo tome el Servicio, referentes a la perforación de pozos, y a la explotación, mantenimiento y protección de las aguas -que realicen las instituciones públicas y los particulares- serán definitivas y de acatamiento obligatorio…”.
i) Producto de los acuerdos tomados por la Comisión Técnica Acueducto Sardinal y El Coco-Ocotal, fue contratado el Hidrogeólogo Msc. Gunther Schosinsky Neverman de la Escuela Centroamericana de Geología de la Universidad de Costa Rica, para que realizara una evaluación de la recarga potencial del acuífero Sardinal. Dicho Hidrogeólogo, en el mes de agosto de 2008 emitió el documento denominado “Estudio Hidrogeológico Balance Hídrico y Modelo Conceptual Acuífero Sardinal”, en el cual concluye que la recarga total de la cuenca es de aproximadamente 1.145 lps, pero recomienda no bombear un caudal mayor de 919 lps, mientras no se realice un programa de control y monitoreo de la explotación de los pozos existentes, así como el levantamiento y descripción de los posibles pozos ilegales, de tal forma que se permita conocer con mayor certeza el comportamiento de los niveles y el flujo del acuífero.
j) Con base en el estudio de Gunther Schosinsky, el 6 de Agosto del 2008, la Comisión Técnica Acueducto Sardinal y El Coco-Ocotal, que nombró el MINAET, acordó lo siguiente: 
“El informe indica que la explotación ha de realizarse por etapas, conforme el incremento real de la demanda. Comenzará con una explotación de 70 litros por segundo, lo cual satisface la demanda hasta el 2010.

(…)

La explotación de los restantes 105 litros por segundo se podrá aplicar conforme lo defina el MINAET basados en los resultados del proceso de monitoreo de explotación y comportamiento del acuífero y la extracción controlada de todos los pozos en la cuenca alta del Río Sardinal, la que se realizara por las instituciones AyA, SENARA y MINAET, con la participación activa de las comunidades.”.

Además, se señala que del acuífero de El Coco se dejarán en “reserva los 19 litros por segundo de los nuevos pozos, los cuales quedarán para el AyA como fuente de abastecimiento alterna.”. 
También en el citado acuerdo de la Comisión se menciona que con el fin de establecer de forma conjunta con el MINAET una explotación sostenible del acuífero, la Dirección de Aguas Subterráneas del SENARA al 9 de setiembre de 2008 desarrollaría el “Modelo Hidrogeológico conceptual del Acuífero Sardinal, entendido como aquel que describe el tipo de acuífero, sus propiedades hidráulicas, unidades hidrogeológicas, dirección de flujo.”.
k) En cuanto al estudio del Hidrogeólogo Gunther, el Ingeniero Carlos Romero Fernández, Director de Aguas Subterráneas del SENARA, indicó a este órgano contralor
, que ese estudio no contempló entre otros, los siguientes requisitos:
“En cuanto los resultados del estudio de Schosinsky en relación con el modelo hidrogeológico conceptual, el cual es indispensable para el conocimiento del acuífero, esta variable no fue considerada plenamente en el estudio, en el cual sólo  plantea someramente los mecanismos de recarga y descarga del acuífero, sin caracterizar a detalle el acuífero, ni valorar las propiedades físicas de éste.
Así mismo, el estudio no presentó la evaluación de la disponibilidad del agua en el acuífero, así como la evaluación de la relación acuifero-río y la extracción del campo de pozos (4 pozos) a diferentes escenarios de explotación 50 l/s, 100 l/s y 176 l/s, elementos considerados dentro de los términos de referencia acordados en la comisión.”.

Igualmente, indicó el Ingeniero Romero Fernández, que dada la ausencia de algunos requisitos indispensables en el estudio del ya citado Hidrogeólogo, en la reunión del 6 de agosto del 2008 de la mencionada Comisión Técnica, el SENARA se comprometió a realizar el modelo hidrogeológico conceptual y el cálculo de la disponibilidad de agua en el acuífero, a fin de contar con un documento final del estudio hidrogeológico del acuífero Sardinal, según los términos solicitados en el oficio ASUB-230-08.

l) El 21 de octubre de 2008, el Ministro de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones remitió a este órgano contralor el informe preliminar denominado “Informe Técnico para la Gestión de la Seguridad Hídrica del Acuífero Sardinal, en su versión preliminar.”.
 En este documento se concluye lo mismo que ya había acordado la Comisión el 6 de agosto del año en cita.
m) El 28 de octubre de 2008, se recibió de parte del Director del Área de Aguas Subterráneas del SENARA,
 el “Estudio Hidrogeológico Detallado Acuífero de la parte alta de la Cuenca del Río Sardinal, Carrillo”
. En este documento se señala, entre otros aspectos, lo siguiente:
“En condiciones naturales de acuífero sin explotación, la recarga rechazada correspondería a 545 L/s (extracción por pozos más la recarga rechazada), de los cuales actualmente se está aprovechando un 42.4% que equivale a una extracción de 231 L/s. /La recarga potencial al acuífero fue determinada en 1145 L/s y la descarga total en condiciones actuales es de 831 l/s lo cual nos da una recarga rechazada actual de 314 L/s que equivale a 9.886.074 m3/año.

(…)
Con los resultados obtenidos a nivel anual del Balance de Aguas Subterráneas, basado en análisis de precipitación de año promedio se concluye que el acuífero de la cuenca alta del río Sardinal no se encuentra en sobreexplotación…./ Con base en los resultados del BAS, se considera factible la explotación de 70 l/s de los pozos del Acueducto de Sardinal, condicionado al monitoreo del comportamiento del acuífero contra su explotación durante un periodo no menor de dos años. Sin embargo, dado que el campo de pozos del AyA se encuentra ubicado aguas abajo de la microcuenca de las quebradas Vainilla y Nisperal, debe evaluarse el efecto de la extracción de agua de los pozos del AyA sobre la microcuenca, por medio del monitoreo continuo de los niveles de agua en los pozos de la microcuenca.”. 

(…)

“En la microcuenca de las quebradas Vainilla y Nisperal ubicada al norte de la comunidad de Sardinal, basado en los resultados del análisis de extracción versus recarga que indican que en este sector el acuífero posiblemente se encuentra en un estado de sobreexplotación, no se debe dar ningún permiso de perforación ni concesión de agua adicional, debe implementarse medidores de caudal para el control de la extracción y realizarse un análisis detallado de campo de la extracción mensual y el balance de aguas subterráneas mensual para la microcuenca, en dado caso que los resultados se mantengan debe procederse al cierre de los aprovechamientos de agua ilegales y limitar las actividades que permitan la impermeabilización de los suelos para mantener la recarga en la zona. Esta microcuenca debe ser considerada como una zona de manejo especial.

(…)

El agua disponible en el acuífero para su explotación, será determinado una vez sean concluidos el proceso de monitoreo y control de dos años del acuífero y los estudios de validación de balance de aguas subterráneas.
(…)

El agua disponible corresponde a un porcentaje de la recarga rechazada natural, considerando el esquema de rendimiento seguro para el manejo sostenible del acuífero. El rendimiento seguro mínimo recomendado es de un 25% del agua rechazada en condiciones naturales y el agua disponible máximo corresponde al 75% de la recarga rechazada natural.” ( El subrayado no es del original) 

También del “Estudio Hidrogeológico Detallado Acuífero de la parte alta de la Cuenca del Río Sardinal”, el SENARA hace una serie de recomendaciones relacionadas con el control y el plan de monitoreo de explotación, comportamiento y extracción controlada del acuífero de Sardinal, tales como: realizar pruebas de bombeo; instalar una estación de medición del caudal en el Río Sardinal; efectuar un inventario exhaustivo de los pozos legales e ilegales para realizar la cuantificación de la extracción mensual real; instalar una estación climática en la zona; realizar para el acuífero un mapa de vulnerabilidad hidrogeológica y; evaluar el efecto de la extracción de agua de los pozos del AyA sobre la microcuenca de las quebradas Vainilla y Nisperal, por medio del monitoreo continuo de los niveles de agua en los pozos de la microcuenca. 
n)
En reunión del 6 de noviembre de 2008, la Comisión Técnica Acueducto Sardinal y El Coco-Ocotal conoce lo dispuesto en el “Estudio Hidrogeológico Detallado Acuífero de la parte alta de la Cuenca del Río Sardinal, Carrillo”  del SENARA y mantiene lo acordado en la reunión del 6 de agosto del 2008. 
De acuerdo con la información recopilada, se concluye que el AyA autorizó el proyecto de ampliación del acueducto El Coco-Ocotal, sin contar de antemano con estudios hídricos suficientemente detallados de los mantos acuíferos de Sardinal y El Coco-Ocotal, que realmente evidenciaran que existía agua suficiente para satisfacer a largo plazo no sólo los 5.000 servicios requeridos por la empresa Coco Water S.A., sino también la demanda futura para el resto de la población de la zona. 

En aras de la protección del recurso hídrico, el cual resulta fundamental para garantizar el ambiente sano y ecológicamente equilibrado, que señala el artículo 50 de la Constitución Política, así como en cumplimiento de este derecho constitucional y de los deberes estipulados en su Ley Orgánica, dicho Instituto debió autorizar dicho proyecto sólo sí disponía de estudios hídricos suficientemente detallados. Lo anterior máxime que conforme a lo señalado en el artículo 2° inciso c) de su Ley Orgánica, el AyA tiene la obligación de “Promover la conservación de las cuencas hidrográficas y la protección ecológica, así como el control de la contaminación de las aguas”.
Sobre el tema de la disponibilidad del recurso hídrico, la Sala Constitucional
 ha sido enfática en señalar la necesidad de la realización de estudios técnicos que no comprometan el suministro futuro al indicar:

“el principio precautorio o de indubio pro natura, supone que cuando no existan estudios o informes efectuados conforme a las regla unívocas y de aplicación exacta de la ciencia y de la técnica que permitan arribar a un estado de certeza absoluta acerca de la inocuidad de la actividad que se pretende desarrollar sobre el medio ambiente o éstos sean contradictorios entre sí, los entes y órganos de la administración central y descentralizada deben abstenerse de autorizar, aprobar o permitir toda solicitud nueva o de modificación, suspender las que estén en curso hasta que se despeje el estado dubitativo y, paralelamente, adoptar todas las medidas tendientes a su protección y preservación con el objeto de garantizar el derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. En esencia, una gestión ambiental segura de las aguas subterráneas pasa por proteger el recurso antes de su contaminación o degradación.”  (Sentencia 2004-1923 de las 14:55 horas del 25 de febrero de 2004).
2.4.
EJECUCIÓN DE OBRAS PARA LA AMPLIACIÓN DEL ACUEDUCTO EL COCO-OCOTAL, SIN CONTAR DE PREVIO CON LOS PERMISOS DE LAS ENTIDADES COMPETENTES Y EL PAGO DE LOS IMPUESTOS MUNICIPALES.
En relación con los trámites de aprobación ante las entidades competentes de los planos de todas las obras del proyecto de ampliación del acueducto El Coco-Ocotal, así como lo relativo a la licencia municipal y el pago de los impuestos de ley, este órgano contralor determinó lo siguiente:
a) La Auditoría Interna del AyA en el estudio que realizaron sobre el “Trámite y construcción mejoras al acueducto El Coco-Ocotal”, determinaron que al 7 de febrero de 2007, la empresa Coco Water S.A., por medio de la empresa constructora INFRATEC,
 había colocado en calle Las Chorreas, 1.115 metros lineales de tubería y que de igual modo al mes de noviembre de ese año, la empresa constructora MECO S.A. había instalado 1500 metros de tubería en el tramo correspondiente a la línea de impulsión del sitio donde se localiza el pozo conocido como “del Itabo (Boulevard) en el Coco” sin contar con: los planos debidamente aprobados por las entidades competentes, la licencia municipal y sin haber pagado el impuesto de construcciones. Lo anterior, según ese informe, contraviene lo dispuesto en los artículos 74 de la Ley de Construcciones, 57 de la Ley de Planificación Urbana, 312 de la Ley General de Salud, y 52, 53 y 54 de la Ley Orgánica del Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos de Costa Rica, así como los en artículos 1, 2 y 4 del Reglamento Especial del cuaderno de bitácora de obras emitido por el citado Colegio.

En el informe de la Auditoría Interna se señala que en la Región Chorotega, el AyA tenía a tiempo completo al Sr. Guillermo Silva Carrillo, como supervisor del proyecto, el cual mantenía como control una bitácora informal en la cual consta que la construcción del tramo de tubería con una longitud de 1.115 metros lineales, se efectuó entre el 11 de noviembre 2006 y el 2 de febrero del 2007
, o sea, que la administración tenía conocimiento de que la empresa Coco Water S.A. había iniciado las obras en contravención a la normativa vigente en materia de construcciones.
b) No obstante lo indicado en el inciso anterior, no es sino hasta el 18 de setiembre de 2007, que la Dirección de Estudios y Proyectos del AyA
 solicitó a la Municipalidad de Carrillo autorización para el rompimiento de vías cantonales, con el fin de instalar tubería para la ampliación del acueducto El Coco-Ocotal. En esa nota se indica lo siguiente: “Dicha obra será con planos del AyA y propiedad de nuestra institución. La construcción y financiamiento del  proyecto será manejado por un fideicomiso formado por un grupo de inversionistas privados, apoyados por consultores privados” ( El subrayado no es del original). Producto de la gestión realizada por la citada Dirección se evita el pago de los impuestos municipales que le correspondía cubrir a los desarrolladores privados.
c) El 26 de noviembre de 2007 se inició la construcción del tanque de almacenamiento de agua de 1.000 m3 sin los permisos respectivos,
 por parte de la empresa constructora Marshall, subcontrata por MECO S.A. Los planos de esta obra fueron visados y tasados por el Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos de Costa Rica el 16 de enero de 2008 en ¢36.400.000,00 y la solicitud formal del permiso de construcción es tramitada el 18 de enero de 2008 por el Gerente General del AyA de ese entonces, pero dicha solicitud quedó suspendida porque la Municipalidad de Carrillo exigió el documento de exoneración del pago de impuestos de bienes inmuebles que asciende a ¢225.898.05, así como el del permiso de construcción por ¢364.000,00, el cual no fue presentado. No obstante lo anterior, al 4 de febrero del año en cita, las obras seguían en proceso.

d) El 15 de enero de 2008, el Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos de Costa Rica procedió al visado y tasación de los planos de un proyecto de tanque de captación de 2.500 m3. El permiso de construcción fue tramitado a nombre del Banco Improsa S.A., como propietaria del lote donde se está edificando dicho tanque,
 y fue concedido por la Municipalidad de Carrillo el 6 de marzo de 2008, bajo el No. 098-2008; valorando la obra en ¢123.550.000,00, pero no consta en dicho permiso que se haya pagado el impuesto de construcciones que es el 1% sobre el valor de la obra.
Dicha obra también se inició sin tramitar el permiso respectivo ante la Municipalidad de Carrillo, ya que desde el 21 de febrero del 2008,
 el Ing. José Luis Arguedas Negrini le advirtió al Ingeniero de Proyectos del Fideicomiso, sobre la construcción de los dos tanques que se estaban realizando con un menor volumen al realmente autorizado.

e) La Dirección de Estudios y Proyectos del A y A, en nota el 22 de noviembre de 2007 que remitió a la Municipalidad de Carrillo,
 entre otras obras, gestionó el permiso para la construcción de cinco casetas para equipos de control y de cloración, con áreas de 15 m2 que se efectuarían como parte del proyecto; sin embargo, no se localizó evidencia de que se haya tramitado formalmente la licencia municipal y tampoco de que se hubiera pagado el impuesto respectivo. El AyA por disposición legal, está obligado a fiscalizar que todo el proceso constructivo del proyecto estuviera apegado a derecho; lo cual no incluye gestionar y tramitar los permisos de construcción.

f)
En relación con la ejecución de las obras sin contar con los permisos respectivos, el Presidente Ejecutivo del AyA, indicó a este órgano contralor,
 que “Concretamente, respecto del tramo ejecutado por Coco Water  S.A. la Administración desconocía la ejecución del tramo de referencia”. Asimismo, indicó que: “En términos generales, se asegura que AyA ha gestionado los permisos necesarios precisamente en respeto al ordenamiento jurídico, teniendo claro que se trata de un proyecto de acueducto en el que AyA tiene demostrado el interés público de éste, que beneficia a la comunidad como un todo y el que cuente con financiamiento particular, no demerita el carácter público de la obra, que queda reforzado en el fin público que cumplirá. No obstante, se debe indicar que la primera etapa del proyecto de marras amparado en la normativa aplicable en ese momento obvió los permisos en la tramitación de los planos, con la consecuente indagatoria y apertura de órganos directores conforme se indica en este documento.”.
En relación con el argumento del citado funcionario de que el proyecto del acueducto El Coco Ocotal es obra pública, debe señalarse que es contrario al criterio de la Dirección Jurídica del AyA, el cual consta en el punto II del memorando DJ-2007-540 del 18 de febrero del 2007, emitido como respuesta al acuerdo de Junta Directiva No. 2008-049, el cual se transcribe en la parte que interesa.

“(...) II. DE LA FIGURA DEL FIDEICOMISO PARA GARANTIZAR LA CONSTRUCCIÓN DE OBRAS DE ACUEDUCTOS Y ALCANTARILLADOS.

Con fundamento en la posibilidad que nos ofrece la Ley de Planificación Urbana (Ley No. 4240), AyA publica el pasado 19 de septiembre del 2007, en el Diario Oficial la Gaceta No. 180 el “Reglamento para la aplicación del artículo 38 de la Ley de Planificación Urbana (Ley No. 4240) en obras de acueductos y alcantarillados de AyA”, el cual regula el planeamiento, ejecución y habilitación, bajo el costo del desarrollador o fraccionador, según sea el caso, de todas las obras a ejecutarse fuera de su propiedad para obtener los servicios de agua potable y/o alcantarillado sanitario, incluido el tratamiento de aguas residuales, y que una vez terminadas, sean traspasadas AyA; constituyéndose en obra pública.” (El subrayado no es del original).

Como complemento al criterio de la Dirección Jurídica del AyA, debe indicarse que la planificación, el financiamiento y la construcción del proyecto del acueducto El Coco-Ocotal, está a cargo de un grupo de personas jurídicas privadas a través del “Fideicomiso acueducto playas del Coco”. Esta obra no está sustentada en la Ley General de Concesión de Obras Públicas con Servicios Públicos, no hay contraprestación alguna por parte del Estado, corre por cuenta y riesgo de los fideicomitentes, se realiza principalmente en satisfacción de los intereses de éstos, lo cual evidentemente se desprende del contrato de fideicomiso. No media un contrato de obra pública, el cual por principio se celebra mediante el procedimiento administrativo de licitación pública.

Además, para la administración de los recursos aportados por los fideicomitentes para el proyecto en cita, se constituyó un fideicomiso cuyo mecanismo financiero permite a los desarrolladores actuar con toda libertad para contratar o subcontratar a empresas para la dirección y construcción de las obras, sin estar sujetos a normativa del Derecho Público Administrativo y a ninguna instrucción de parte del AyA en materia de contrataciones.
De acuerdo con las características antes descritas, en apego a nuestro ordenamiento jurídico, y lo establecido por la doctrina en materia de obra pública
 y la citada opinión de la Dirección Jurídica del AyA, el criterio de este órgano contralor es que el proyecto de acueducto El Coco–Ocotal es una obra privada que adquirirá el carácter de pública una vez que haya sido recibida por la Administración a entera satisfacción. 
Asimismo, en relación con la ejecución de las obras, el Presidente Ejecutivo indicó a este órgano contralor lo siguiente: “…en virtud del interés público demostrado en este proyecto tal y como ha sido avalado por la Procuraduría General de la República, el AyA tuvo una participación directa en la tramitación de permisos, para lo cual, el Instituto se apoyó en la jurisprudencia administrativa emitida por la Procuraduría, vigente en ese momento, conforme a la cual, las obras públicas se encontraban exentas del pago de impuestos municipales…”.
Al respecto, debe señalarse que la jurisprudencia que cita el Presidente Ejecutivo,
 es muy clara en cuanto a que los edificios públicos construidos por el Estado están exentos de la licencia y el pago del 1% del impuesto por construcción, pero dicha jurisprudencia no da margen para interpretar que aplica para los desarrolladores privados del supracitado proyecto, tan es así, que en el dictámen No. C-218-2008 del 25 de Junio de 2008, la Procuraduría General de la República, concluye que: “El urbanizador particular que realiza las obras de infraestructura de acueductos y alcantarillado, no está excluido de solicitar el respectivo permiso constructivo ni habilitado legalmente para la exoneración a su favor del pago de los impuestos respectivos, pues dicha posibilidad aplica únicamente para las dependencias del gobierno y las instituciones públicas, en virtud de lo establecido en los numerales 74, 75 y 80 de la Ley de Construcciones, 70 de la Ley de Planificación Urbana, y 2 de la Ley N° 7293 del 31 de marzo de 1992, Ley Reguladora de Exoneraciones Vigentes, Derogatorias y Excepciones.”.

Es importante destacar, que de acuerdo con el artículo 89 inciso a) de la Ley de Construcciones, el incumplimiento de la licencia municipal constituye una infracción sancionada con multa, de manera que el interesado estará obligado a pagar no sólo el 1% del impuesto de construcciones, sino también la multa que se le imponga. Lo anterior de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 82, 88 y 93 de la citada Ley.
De lo comentado se resume que a pesar de que estaba contemplado en la carta de entendimiento la obligación de la empresa Coco Water S.A., de cumplir con todos los trámites de aprobación ante las entidades competentes de los planos de todas las obras del proyecto de ampliación del acueducto El Coco-Ocotal, y de obtener la licencia municipal y por ende pagar el 1% del impuesto de construcción, se terminaron obras tales como la instalación de 1.115 metros lineales de tubería en calle Las Chorreas y 1.500 metros de tubería en el tramo correspondiente a la línea de impulsión del sitio donde se localiza el pozo conocido como “del Itabo (Boulevard) y se tienen otras en proceso como los tanques de captación de 2.500 m3 y 1.000 m3, así como las casetas para equipos de control y de cloración, sin cumplir con los trámites y requisitos legales. En relación con dichas obras, el AyA fue quien gestionó ante la Municipalidad de Carrillo los permisos para algunas de éstas, con lo cual el ente municipal no percibió los impuestos de ley.

En vista de lo anterior, es criterio de este órgano contralor, que los desarrolladores del proyecto del acueducto El Coco-Ocotal, para poder continuar con dicho proyecto, deben ponerse a derecho con la licencia municipal y el pago del 1% del impuesto de construcciones y la multa respectiva que establecen los artículos 74 y 79 de la Ley de Construcciones, sobre todas las obras del citado proyecto, de lo cual el AyA deberá velar para que se cumpla.

2.4.1.
MEDIDAS TOMADAS PRODUCTO DE LAS INVESTIGACIONES REALIZADAS.
a)
Como en los numerales 2.4.1.1. y 2.4.2.4. del informe No. AU-2008-255 de la Auditoría Interna del AyA, se consigna la construcción de obras en contravención a la Ley Orgánica del Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos de Costa Rica y a los artículos 1, 2 y 4 del Reglamento Especial del cuaderno de bitácora de obras emitido por el citado Colegio, este órgano contralor solicitó al Auditor Interno del AyA,
 que valorara la remisión de los hechos descritos en esos numerales al citado Colegio, para los efectos que éste considerara pertinentes. En atención al referido oficio, el Auditor Interno del AyA remitió dos días después el oficio No. AU-2008-435, al Ing. Olman Vargas Zeledón, Director Ejecutivo de dicho Colegio, comunicando las situaciones descritas en el informe en mención.
b)
El 21 de julio de 2008,
 este órgano contralor solicitó al Licenciado Carlos Gerardo Cantillo Álvarez, Alcalde Municipal de la Municipalidad de Carrillo, que procediera a efectuar las investigaciones pertinentes con el objeto de que determinara si todas las obras que se ejecutaron en el proyecto ampliación del acueducto El Coco-Ocotal, estaban a derecho con los permisos y el pago del impuesto de construcciones. Asimismo, se le indicó que en caso de que las referidas empresas no hubieran cumplido con tales obligaciones, la Municipalidad deberá efectuar de inmediato las gestiones correspondientes para que se dé cumplimiento a lo dispuesto en los artículos Nos. 55, 74, 77 y 79 de la Ley de Construcciones y el artículo 70 de la Ley de Planificación Urbana.
2.5.
CONSTRUCCIÓN DE LOS TANQUES DE ALMACENAMIENTO DEL PROYECTO, EN FORMA DISTINTA AL DISEÑO QUE TÉCNICAMENTE SE ELABORÓ PARA EL BUEN FUNCIONAMIENTO DEL SISTEMA.
Con respecto a la construcción de los tanques de almacenamiento del proyecto, este órgano contralor determinó lo que a continuación se detalla:
a)
El 12 de junio del 2007, el Director de Proyectos del Fideicomiso Acueducto El Coco-Ocotal, gestionó ante al AyA, readecuar el proyecto de ampliación del acueducto El Coco-Ocotal en cuanto a capacidad de los tanques y el diámetro y tipo de tubería, con el fin de disminuir los costos de US$7.0 millones a US$6.5 millones. En respuesta a dicha petición, el Ing. Esteban Vargas Rounda
, efectuó un análisis de los cambios propuestos, y llegó a las siguientes conclusiones:

“De acuerdo con el análisis del modelo hidráulico, no es posible abastecer la zona de Ocotal…/ Las condiciones hidráulicas del modelo y el uso de válvulas de regulación de presión no permiten modificar el sistema para funcionar con un solo tanque. Por tanto, se considera preciso construir el tanque de 5.000 m3, en una  sola etapa y el tanque de 2.000 m3, en dos etapas de 1.000 m3, para garantizar el buen funcionamiento del sistema”. 

b) Mediante oficio EyP-2007-569 del 19 de junio del 2007, emitido con copia para la Presidencia Ejecutiva, el Director de la Dirección de Estudios y Proyectos del AyA le comunicó al Director de Proyectos del Fideicomiso Acueducto El Coco-Ocotal (NOVATECNIA), entre otros aspectos lo siguiente: “2- No será necesario instalar aquellas tuberías en la red de distribución en donde no habrá desarrollos, en el entendido que si posteriormente son requeridas estarán a cargo del interesado./ 3- Se podrán disminuir los volúmenes de almacenamiento en una cantidad que oportunamente le estaremos informando./ Si no se resuelve el asunto del tamaño del terreno para el tanque de 5.000 m3, es muy probable que éste tendrá que hacerse de ese volumen, ya que en el terreno no habría espacio para el otro tanque que quedaría pendiente. / Se aceptarán en algunos casos cambiar a tubería de PVC en vez de hierro dúctil, manteniendo siempre las características de presión y capacidad hidráulica.” ( El subrayado no es del original). 

c) En la nota sin número de fecha 20 de julio de 2007, suscrita por miembros del Comité de Fideicomisarios del Fideicomiso del Acueducto de playas del Coco, que dio origen a que la Junta Directiva del AyA aceptara el contrato de fideicomiso como garantía de las obras del mencionado proyecto,
 se señaló en el punto No. 4 lo siguiente: “el patrimonio fideicometido de dicho contrato actualmente está conformado por siete millones de dólares, monto suficiente para realizar el proyecto (se adjunta presupuesto actualizado del proyecto con las modificaciones aceptadas por el Departamento Técnico del AyA, como anexo).” En dicho presupuesto, están contemplados los costos de la construcción de un tanque de 5.000 m3, con tuberías de hierro dúctil de 500 y 350 mm para las líneas de impulsión y conducción, y un tanque de 2000 m3, con tuberías de distribución en hierro dúctil de 350 mm y de distribución de 100, 250 y 300 mm; tal como está consignado en el diseño original que el AyA suministró a la empresa Coco Water S.A. Dicho presupuesto está respaldado en un oficio del Banco de Costa Rica, en su condición de fiduciario,
 el cual indica que el patrimonio del Fideicomiso asciende a la suma de siete millones de dólares, documento que también fue conocido por la Junta Directiva del AyA.

d) El 15 de agosto de 2007, el Director de Proyectos del Fideicomiso Acueducto El Coco-Ocotal, nuevamente le plantea al Presidente Ejecutivo del AyA, la necesidad de construir un tanque de almacenamiento de 2,500 m3 y otro de 1.000 m3, alegando las limitaciones de presupuesto que tienen y que la capacidad faltante siempre podrá se construida en los lotes previstos, pero que “necesariamente va a tener que ser ejecutada con los recursos de un siguiente Fideicomiso o bien,  con los recursos del AyA.”. 
Ante tal situación el Presidente Ejecutivo le comunicó lo siguiente: 
 “tomando en consideración el informe técnico realizado por la Dirección de Estudios y Proyectos de esta Institución, le indico que todos los cambios solicitados son aceptados, excepto en lo referente a los tanques de almacenamiento, en donde es preponderante, para garantizar el correcto funcionamiento del sistema, construir en una primera etapa el tanque de almacenamiento de 5000 m3 y en dos etapas posteriores, dos tanques de almacenamiento de 1000 m3 cada uno.” (El subrayado no es del origina).
e)
El 21 de febrero del 2008,
 con copia al Presidente Ejecutivo, el Director de la Dirección de Estudios y Proyectos del AyA, le advierte al Ingeniero de Proyectos del Fideicomiso, que el Proyecto de Mejoras al Acueducto El Coco-Ocotal propuesto es para 8 mil pajas más lo correspondiente al crecimiento vegetativo; por lo tanto, si los tanques se construyen de menor volumen (3.500 m3), como lo están haciendo, las pajas disponibles para el fideicomiso serán de 4.000, porque se estaría con un déficit de almacenamiento y no se garantizará el servicio al resto de los desarrolladores que lleguen a partir de la paja 4001.

f)
En estudio realizado a inicios del mes de abril de 2008 por el Ing. Alejandro Fernández, funcionario del Departamento de Desarrollo Físico de la Dirección de Estudios y Proyectos del AyA, sobre el volumen de almacenamiento del acueducto El Coco-Ocotal y la capacidad de abastecimiento con los tanques de 2.500 y  1.000 m3, concluyó lo siguiente
:  

“(…) 6. Con el tanque adecuado el sistema tendría capacidad de suministrar 242,8 l/s por 24 horas con un tanque insuficiente la capacidad total de bombeo del sistema se usará solo algunas horas.

7. Con un tanque menor el bombeo no podrá ser continuo, deberá especificarse una serie de jornadas de bombeo de tal manera que la curva de producción se ajuste a la curva de consumo.

8. En los análisis que hemos realizado se determinó que para un volumen de 3500 m3, considerando los dos tanques de manera independiente, cada uno con su respectiva capacidad máxima de producción se puede dotar de agua a 7334 servicios.

(…)11. Tomando en cuenta que actualmente el acueducto del Coco atiende 2.589 servicios (datos del sistema Open S.G.C) estos deben descontarse de los 7.334 servicios posibles. Por  tanto quedan disponibles 4.745 servicios de los cuales 4.000 quedarían para los desarrolladores y 745 para el crecimiento vegetativo.”.
Pese a que en el referido memorando No. DF-EYP-08-056 del 10 de abril de 2008 se indica que quedarán disponibles 4.745 servicios, es preciso señalar que mediante oficio No. SBADI-08-186 del 7 de noviembre de 2008, se le remitió a esta Contraloría General copia del memorando No. DEP-2008-1185
, en el cual se señala que realmente con la explotación de los 70 lps, a la que se aludió en el punto 2.3. de este informe,“...aplicando los mismos parámetros de diseño del Estudio Proyecto Final del Acueducto Playas del Coco-Ocotal, dotación de 500 litros habitantes día y hacinamiento de 4.06 habitantes/servicio, se podrán brindar 2979 servicios, sin considerar los 2589 servicios vigentes”.
g)
El 21 de abril de 2008, el Director de la Dirección de Estudios y Proyectos del AyA, le comunicó al Ing. Rónald Rojas de Ingenieros Consultores (DEHC) y al Ing. Juan Manuel Leiva de NOVATECNA, quienes han estado a cargo del proceso constructivo del proyecto del acueducto El Coco-Ocotal,
 que si el almacenamiento es de 3.500m3, las pajas autorizadas serán de 4000. De dicha comunicación se le remite copia al Presidente Ejecutivo y al Gerente General de dicho Instituto.
Es importante mencionar que en la cláusula segunda y sétima de la carta de entendimiento, que se analizó en el punto 2.1 de este informe, se estableció que: “Todas las obras se construirán de acuerdo con las especificaciones técnicas suministradas y aprobadas por AyA…”. “Las instrucciones giradas por AyA, serán de acatamiento obligatorio por parte de los constructores.”. En vista de lo anterior, lo que procedía era que la administración tomara acciones concretas para exigir el cumplimiento de la edificación de esos tanques, de acuerdo con los requerimientos técnicos aprobados para el buen funcionamiento del sistema, pero como se construyeron tanques cuya capacidad de almacenamiento total es de 3.500 m3, el Director de la Dirección de Estudios y Proyectos indica que las pajas autorizadas serán 4000 pajas, o sea rebajando sólo 1.000 de las 5.000 establecidas en la carta de entendimiento.

h)
En relación con el presupuesto requerido para la construcción de los tanques de almacenamiento dejados de construir en el proyecto El Coco- Ocotal, el Director de la Dirección de Estudios y Proyectos del AyA, señaló que el tanque de 1000 m3, costaría US$275.000,00 (incluye desmantelamiento tanque metálico existente) y el de 2500 m3, US$600.000,00
, para un total de US$875.000,00.
i)
Tal como se desprende de la declaración jurada de compromisos ambientales rendida el 21 de enero de 2008 a la Secretaría Técnica Ambiental, el Gerente General del AyA de ese entonces, gestionó ante SETENA la viabilidad ambiental
, pero señalando que los tanques de 5.000 y 2.000 m3 serían construidos en dos etapas, la primera fase de 2.500 y 1.000 m3., o sea dicho funcionario avaló la construcción de los tanques en dos fases, no obstante que la Dirección de Estudios y Proyectos realizó varios estudios en los que señala que disminuyendo los tanques a la mitad de su capacidad de almacenamiento, no es posible abastecer la zona de Ocotal. Además, que en el terreno donde se hizo el levantamiento del tanque de 2.500 m3 ya no hay espacio para construir otro; que las condiciones hidráulicas del modelo y el uso de válvulas de regulación de presión no permiten modificar el sistema para funcionar con un solo tanque; que se estaría con un déficit de almacenamiento y que tomando en cuenta la población actual que se atiende con el acueducto del Coco, solo quedarían disponibles 4.745 servicios, de los cuales 4.000 serían para los desarrolladores y 745 para el crecimiento vegetativo.
Conviene señalar que la Junta Directiva del AyA en la sesión extraordinaria No. 2008-042 del 1° de julio del año en curso, acuerdo 2008-328, indicó que la Administración Superior no aprobó la disminución en los volúmenes de almacenamiento en los tanques. 
Es importante destacar, que el AyA no está facultado para otorgar prioritariamente agua a los desarrolladores ni a particular alguno, pues el servicio público se rige por principios de universalidad, lo que implica igualdad de derecho al acceso del servicio de agua potable para los usuarios, tomando en consideración que con los 70 lps que el MINAET y el SENARA recomiendan explotar del acuífero de Sardinal, sólo se podrán brindar 2979 servicios nuevos.
Cabe mencionar que de acuerdo con el artículo 14 inciso i) de la Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, Ley No. 7593 del 9 de agosto de 1996, el AyA, debe estar preparado “para asegurar, en el corto plazo, la prestación del servicio ante el incremento de la demanda.”, o sea, ese Instituto, en cumplimiento a los principios fundamentales del servicio público, debe asegurar la continuidad y eficiencia del proyecto del acueducto El Coco-Ocotal. Para tal fin, debe realizar los estudios técnicos que demuestren que no se está comprometiendo el recurso hídrico existente ni menoscabando en forma alguna los derechos de la colectividad actual o futura, tal como lo señaló la Procuraduría General de la República en su Criterio C-218-2008 del 25 de Junio de 2008, por lo tanto, el sistema a construir tiene que ser de tal capacidad que no comprometa la calidad del servicio a los usuarios de la zona.
Debe indicarse que de conformidad con los artículos 2, inciso e) y 21 de la Ley No. 2726, al AyA le corresponde las siguientes funciones: 
“Artículo 2°.- Corresponde al Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados:

(…)

e) Elaborar todos los planos de las obras públicas relacionadas con los fines de esta ley, así como aprobar todos los de las obras privadas que se relacionen con los sistemas de acueductos y alcantarillados, según lo determinen los reglamentos respectivos;

(…)
Artículo 21.- Todo proyecto de construcción, ampliación o modificación de sistemas de abastecimiento de agua potable y disposición de aguas servidas y pluviales, público o privado, deberá ser aprobado previamente por el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, el que podrá realizar la inspección que estime conveniente para comprobar que las obras se realizan de acuerdo con los planes aprobados.”
En relación con la tutela y fiscalización de las obras que le compete al AyA, conviene citar que la Procuraduría General de la República en su criterio jurídico No. C-218-200825 de Junio de 2008 señaló lo siguiente:

“… cualquier obra que realice el urbanizador en materia de acueductos y alcantarillados, pasará a formar parte del patrimonio del Estado, a través del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados como entidad rectora en esta materia, pues será ésta la que realice su administración en forma directa por disposición legal (salvo claro está las excepciones contempladas en su propia ley constitutiva)./ En virtud de lo anterior, el proceso constructivo de tal infraestructura reviste de un marcado interés público, en la medida que la obra es necesaria e instrumental al servicio público que se brindará. Lo anterior no sólo justifica la intervención del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados durante la construcción, sino que lo obliga a ejercer todos sus poderes de tutela y fiscalización para garantizar que reúna los requisitos necesarios para brindar un servicio público eficiente. Tal como indicó esta Procuraduría en el Dictamen C-243-95 del 27 de noviembre de 1995: “… el AyA tiene como finalidad planificar, construir y operar la infraestructura necesaria para abastecer de agua potable y vigilar la planificación, construcción y operación de la misma realizada por los particulares con el indicado fin.” 
De acuerdo con los hechos antes descritos se concluye que la Administración del AyA tuvo conocimiento de que se estaban construyendo los tanques con una capacidad inferior, pero no ejerció todos sus poderes de tutela y fiscalización para que esta obra se llevara a cabo de acuerdo con los requerimientos técnicos aprobados para el buen funcionamiento del sistema, y optó únicamente por disminuir la cantidad de pajas a otorgar. Ante la disminución en la capacidad de almacenamiento no hay certeza que se pueda cumplir con las expectativas de los nuevos servicios que se pueden prestar.

Cabe señalar que en la presentación preliminar de resultados de este informe, el Ing. José Luis Arguedas Negrini, Director de la Dirección de Estudios y Proyectos del AyA, manifestó que por la forma en que fue construido el tanque de 2.500m3, sí permite la edificación de otro para aumentar el volumen de almacenamiento. Al respecto, debe indicarse que la información que sustente el criterio del Ing. Arguedas Negrini, deberá ser remitida al Área de Seguimiento de Disposiciones de esta Contraloría General, debidamente respaldada, como parte de la respuesta a la disposición 4.2, inciso b) de este informe. 

Finalmente, según lo establecido en los artículos 4, 5 y 6 de la Ley No. 7593 del 9 de agosto de 1996, corresponde a la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos la obligación de velar por el cumplimiento de las normas de calidad, cantidad, confiabilidad, continuidad, oportunidad y prestación óptima del suministro del servicio de acueducto y alcantarillado, para lo cual cuando lo estime conveniente debe realizar las inspecciones técnicas de las propiedades, plantas y equipos destinados a prestar dicho servicio público, y verificar el cumplimiento de las citadas normas, los costos, precios y las tarifas del citado servicio.

2.6.
VIABILIDAD AMBIENTAL DEL PROYECTO.
En relación con los trámites de viabilidad ambiental del proyecto, este órgano contralor determinó lo que a continuación se indica:
a)
La empresa Coco Water S. A., tal como quedó establecido en las cláusulas segunda y tercera de la carta de entendimiento, tenía legalmente el deber de tramitar ante SETENA la viabilidad ambiental del proyecto; sin embargo, el 12 de setiembre de 2006, el Sub Gerente General de ese entonces, presentó a nombre del AyA, el “Documento de Evaluación Ambiental (D1) del Proyecto Mejoras al Acueducto de El Coco-Ocotal
. 

Según lo dispuesto en el artículo 5° del Manual de Instrumentos Técnicos para el Proceso de Evaluación de Impacto Ambiental
, el desarrollador y el consultor ambiental que firman el formulario D-l son los responsables de la información legal, técnica y ambiental que se aporte en dicho documento. Tal como ha quedado demostrado, la empresa Coco Water S.A. es la empresa responsable de desarrollar con sus recursos propios el citado proyecto. 
b)
El 27 de octubre de octubre de 2006, SETENA emitió la Resolución No. DGI-1703-2006, mediante la cual se resuelve lo siguiente: “A efecto de continuar con el proceso de evaluación ambiental, se le solicita al desarrollador la presentación de una Declaración Jurada de Compromisos Ambientales…”. En dicha resolución se establece que el plazo para la presentación de la declaración es de 30 días hábiles contados a partir de su notificación y que en caso de incumplimiento, se concederá por una única vez, un plazo de diez hábiles para que el desarrollador se ponga a derecho, caso contrario se aplicaría lo que establece la legislación ambiental vigente. 

En la citada resolución, simplemente se solicita una Declaración Jurada de Compromisos Ambientales, no obstante que por la magnitud del proyecto descrita en el Anexo No. 1 que se adjuntó al formulario D1, y por así disponerlo el artículo 9º del Reglamento General sobre los Procedimientos de Evaluación de Impacto Ambiental
, debió exigirse, como mínimo los siguientes documentos: 
I. Los planos catastrados y la certificación de propiedad de los inmuebles donde estarían ubicados los tanques, las estaciones de bombeo y los terrenos donde se perforaron los pozos para la extracción de agua para los fines del proyecto del acueducto. De acuerdo con la normativa se debe aportar la documentación legal que demuestre que las obras se ubicarán en terrenos propiedad del solicitante.
II. El estudio geotécnico de suelos, el estudio de Ingeniería Básica del Terreno y el Estudio de Geología Básica del Terreno. 

Sobre dichos estudios, simplemente el Sub Gerente del AyA presentó como Anexo una hoja donde brinda una breve explicación del porqué no se aportan, no obstante que los artículos 7º y 8° del Manual de Instrumentos Técnicos para el Proceso de Evaluación de Impacto Ambiental, establecen claramente que en caso de que el consultor ambiental responsable no considere necesario la elaboración del Estudio de Ingeniería Básica del Terreno y el Estudio de Geología Básica del Terreno, debe aportar una certificación en forma impresa o digital con los datos generales del proyecto (nombre y ubicación), el nombre completo, calidades, número de colegiado y firma del profesional correspondiente indicando el fundamento y las justificaciones técnicas por las cuáles no se requiere su elaboración.
III. Como Anexo al D1, se aceptan dos hojas impresas con unos cuadros en los aparece un detalle del costo de las obras por un total de $3.292.448,79, no obstante que de acuerdo con lo establecido en el inciso 5° de artículo 9 del Reglamento General sobre los Procedimientos de Evaluación de Impacto Ambiental, debió exigirse una certificación emitida por un Contador Público Autorizado (CPA), sobre el monto total de inversión del proyecto, el cual debía incluir el costo de los inmuebles donde se perforaron los pozos y donde se edificarían los tanques de almacenamiento. Dicha normativa establece que “Cuando la actividad, obra o proyecto, involucre obras constructivas, se faculta al desarrollador para presentar en lugar de la certificación del CPA, una que contenga la tasación del Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos (CFIA), la cual debe estar firmada por el profesional responsable de su diseño.”.
c)
El 22 de noviembre de 2006, SETENA emitió la Resolución No. 2219-2006, en la que se concede un nuevo plazo de 30 días hábiles para que se presente la “Declaración Jurada de Compromisos Ambientales”, lo cual le es notificado el mismo día al Sub Gerente General del AyA de ese entonces; sin embargo, 11 días atrás ya a dicho funcionario el Fiscal de Coco Water S. A. le había comunicado el inicio de las obras en el proyecto, pero el Instituto no toma ninguna acción para suspender la obra.

De acuerdo con lo establecido en el artículo 17 de la Ley Orgánica del Ambiente, No. 7554 del 4 de octubre de 1995, es un requisito indispensable para iniciar las obras, contar de previo con la evaluación de impacto ambiental por parte de SETENA y según lo dispuesto en el artículo 11° del Reglamento General sobre los Procedimientos de Evaluación de Impacto Ambiental (EIA), ni siquiera contando con un visto bueno ambiental, de tipo temporal (Viabilidad Ambiental Potencial), se podía comenzar las obras en el proyecto de ampliación del acueducto El Coco-Ocotal.

d)
El 9 de julio de 2007
, el Auditor Interno del AyA hace diversas consultas a SETENA sobre la viabilidad ambiental del proyecto de acueducto El Coco-Ocotal y les indica sobre la carta de entendimiento entre la empresa Coco Water S.A. y dicho Instituto y el hecho de que la empresa INFRATEC subcontratada por la primera ya había concluido la construcción de un ramal de 1100 metros de longitud en tubería.

El señor Francisco Fernández Vargas, del Departamento Gestión Institucional de SETENA, emite el criterio técnico para dar respuesta a la consulta del Auditor Interno del AyA, mediante oficio No. DGI-1046-2007 del 4 de octubre de 2007, dirigido al Departamento Jurídico de SETENA. En dicho oficio, el citado funcionario deja claro que en cumplimiento a lo dispuesto en el Decreto Ejecutivo No. 32712-MINAE, el formulario D1 debió ser acompañado entre otros, de: los planos catastrados de los sitios donde se localizan tanto los pozos como los tanques y las estaciones de bombeo con las respectivas certificaciones de propiedad; del estudio geotécnico de suelos; y el estudio arqueológico rápido, considerando que tanto el establecimiento de los tanques como la estación de bombeo implican movimientos de tierra y a la vez modifican el terreno. 

En respuesta a la consulta del Auditor Interno del AyA., la Secretaria General de SETENA le remite el 8 de octubre de 2007, el oficio No. SG-2455-2007-SETENA, en el cual le transcribe el criterio técnico del señor Francisco Fernández Vargas, pero no se encontró evidencia en el expediente de que se tomaran medidas al respecto. 

Es importante destacar que en SETENA, al ser enterados por el Auditor Interno del AyA del inicio de las obras del supracitado proyecto sin que se hubiere concedido la viabilidad ambiental, lo cual constituía violación a lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley Orgánica del Ambiente, debieron adoptar acciones como las que establece el artículo 89 de dicha Ley, en cuanto a realizar inspecciones para verificar el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias en la materia, con el fin de proceder conforme lo establecido en el artículo 93 del Reglamento General sobre los Procedimientos de Evaluación de Impacto Ambiental, que señala lo siguiente:

“Artículo 93.- Inicio de actividades sin otorgamiento de Viabilidad (licencia) ambiental. Si la SETENA constatare que el desarrollador ha dado inicio a las actividades, obras o proyectos sin haber cumplido con el proceso de EIA, ésta ordenará, de conformidad con el artículo 99 de la Ley Orgánica del Ambiente, según corresponda, las siguientes acciones:

1. Paralizar, clausurar temporal o definitivamente, la actividad, obra o proyecto. 

2. La demolición o modificación de las obras de infraestructura existentes. 

3. Cualquier otra medida protectora de prevención, conservación, mitigación o compensación necesarias. 

e)
Mediante oficio No. AU-2007-665 del 20 de diciembre de 2007, la Auditoría Interna del AyA advirtió a la Junta Directiva sobre la construcción de las obras del proyecto de mejoras del acueducto El Coco-Ocotal, sin contar con el visado de los planos constructivos por parte del Ministerio de Salud y del Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos de Costa Rica, y sin tener la viabilidad ambiental de la Secretaría Técnica Ambiental (SETENA), con el propósito de que la Administración adoptara las medidas pertinentes en relación con el citado proyecto. 

f)
El 21 de enero de 2008, después de transcurridos más de catorce meses, el Gerente General del AyA de ese entonces, le comunicó a la Secretaria General de SETENA,
 que por un error involuntario no se presentó en su momento la Declaración Jurada de Compromisos Ambientales del Proyecto Mejoras al Acueducto El Coco-Ocotal; por lo tanto le adjunta dicha declaración, en la cual manifiestó que  el AyA “se compromete expresamente e irrevocablemente a cumplir con los compromisos ambientales formulados en el Formulario D UNO, como parte del trámite de Viabilidad Ambiental para el PROYECTO MEJORAS AL ACUEDUCTO DE PLAYAS DEL COCO-OCOTAL”. Asimismo, señala que en caso de incumplimiento de los compromisos ambientales,  “…mi representada se compromete a asumir la responsabilidad directa del daño ambiental producido, de conformidad con las sanciones que establece la normativa vigente.”. 
 

Los hechos expuestos evidencian como el citado ex Gerente General del AyA realizó obligaciones que le competen a los desarrolladores integrantes del fideicomiso Acueducto Playas del Coco, comprometiendo la Hacienda Pública ante eventuales daños que éstos pudieran causar en la ejecución de las obras del proyecto en cita.
Tal como lo dispone el artículo 3, inciso 28 del Reglamento General sobre los procedimientos de Evaluación de Impacto Ambiental, el desarrollador mediante la Declaración Jurada de Compromisos Ambientales es el que se compromete a cumplir integra y totalmente con los términos y condiciones estipuladas en el Pronóstico-Plan de Gestión Ambiental, o bien aquellos otros lineamientos emanados del proceso de Evaluación de Impacto Ambiental, compromiso que, conforme a lo comentado, no debió asumir el AyA. 

El AyA, al asumir su Gerente General de esa época un compromiso que le corresponde a los desarrolladores privados, de acuerdo con el inciso 4 del artículo 45 del Reglamento General sobre los Procedimientos de Evaluación de Impacto Ambiental, deberá cumplir de forma integra y cabal, con todas las regulaciones y normas técnicas, legales y ambientales vigentes en el país y en caso de incumplimiento, no sólo se hará acreedor de las sanciones que establece la normativa jurídica, sino que debe asumir las consecuencias técnicas, administrativas y jurídicas que implica para el proyecto la anulación automática de la viabilidad ambiental.
Adicionalmente a lo señalado, en la Declaración Jurada de Compromisos Ambientales el Gerente General del AyA indicó que la construcción de los tanques de 5.000 y 2000 m3 se haría para cada uno de ellos en dos fases, es decir se construirían cuatro tanques en lugar de dos para alcanzar la misma capacidad de almacenamiento, lo cual implica una modificación a la gestión originalmente presentada por el AyA, situación que no fue advertida por SETENA. 
g)
No obstante las debilidades señaladas, el 22 de enero de 2008, un día después de que le es presentada la Declaración Jurada de Compromisos Ambientales, la Comisión Plenaria del SETENA emitió la Resolución No. 110-2008-SETENA y otorgó la Viabilidad Ambiental al proyecto Mejoras al Acueducto El Coco-Ocotal.
La Resolución No. 110-2008-SETENA, fue emitida a las 14 horas y 40 minutos del 22 de enero de 2008 y notificada ese mismo día al Gerente General del AyA, en la que se le ordena depositar dentro del plazo máximo de una semana, una garantía ambiental por la suma de US$15.000,00, la cual fue rendida el día 24 de abril del presente año, por medio del Fideicomiso Acueducto Playas del Coco.

De lo expuesto se concluye que el A y A, no sólo dio margen para que se llevaran a cabo gran parte de las obras de ampliación del acueducto El Coco-Ocotal, en violación a lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley No. 7554 y lo establecido por las partes en las cláusulas segunda y tercera de la carta de entendimiento, sino que también asumió responsabilidades que no le correspondían, como el cumplir con todos los compromisos ambientales señalados en el ordenamiento jurídico. Además, comprometió a la Hacienda Pública, ya que asumió la responsabilidad directa del eventual daño ambiental que produjeran los desarrolladores integrantes del fideicomiso, producto de la ejecución de las obras del mencionado proyecto, haciéndose acreedora en caso de daños, a las sanciones que establece la normativa vigente.
Sobre el particular, la Procuraduría General de la República, en el mencionado Dictamen No. C-218-2008, expresamente al referirse a las gestiones para obtener los permisos o licencias para la construcción de las obras por parte de particulares, señaló:
“Así las cosas, tratándose de solicitudes de licencia constructiva para efectos de que el urbanizador realice directamente las obras contempladas en el artículo 38 de la Ley de Planificación Urbana, no aplicarían las exclusiones y exenciones establecidas en las normas citadas. En consecuencia, cualquier solicitud de permiso, licencia o autorización deberá hacerla el urbanizador, con el aval lógicamente del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados.” (El subrayado no es del original)
2.7.
OTORGAMIENTO DE CARTAS Y CERTIFICACIONES DE DISPONIBILIDAD DE AGUA.
En relación con el otorgamiento de cartas y certificaciones de disponibilidad de agua, este órgano contralor determinó lo siguiente: 
a)
A pesar de que la Junta Directiva del AyA, en la sesión ordinaria No. 2001-035 celebrada el 23 de mayo de 2001,
 prohibió el otorgamiento de cartas de disponibilidad condicionadas a eventos futuros, hasta tanto no se hubiera construido la infraestructura global necesaria y se contara con fuentes de abastecimiento real para los habitantes de eventuales nuevos desarrollos y no obstante que en la carta de entendimiento quedó inhibido la entrega de esas cartas y la autorización para el inicio de cualquier obra hasta que se cumplieran todos los requisitos citados en el acuerdo No. 2001-137, durante el período comprendido entre el 26 de febrero de 2006 y el 15 de febrero de 2007, en la Dirección Regional Chorotega se emitieron 49 cartas de disponibilidad de agua, comprometiéndose el servicio del suministro de agua en un total de 2.771 servicios, tal como se detalla en el Anexo No. 1 que se adjunta a este informe. 

Estas cartas sin número de oficio fueron emitidas a nombre de los ingenieros o arquitectos a cargo de los proyectos que éstos desarrollarían y no a nombre de los socios de Coco Water S.A., lo cual dificultó establecer cuántas obras se habían llevado a cabo al amparo de dichas cartas. No obstante esta dificultad, de una revisión que realizó este órgano contralor el 2 de setiembre de 2008 en la Municipalidad de Carrillo, se determinaron catorce casos de proyectos de condominios, villas, apartamentos y centros comerciales con permisos de construcción, algunos ya construidos y en operación y otros en proceso, cuyos servicios solicitados en las cartas en mención ascienden a 1114. 

b)
No obstante que la Junta Directiva del AyA en el acuerdo No. 2007-367,
 estableció “Que una vez concluidas las obras y recibidas a satisfacción por parte del Instituto, se garantizarán a los fideicomisarios fundadores de los derechos de suministro de agua potable que requieren para sus proyectos hasta por un plazo de cinco años.”, y que en el contrato de fideicomiso se estableció en sus fines específicos, que los fideicomisarios fundadores tendrían asegurado el derecho de suministro de las cuotas de agua a partir de la entrega de la obra, y a pesar de que en el Reglamento para la aplicación del artículo 38 de la Ley de Planificación Urbana, se dispuso en su artículo No.11 que “Una vez recibidas las obras por el Ay A, se emitirá la certificación de disponibilidad de servicios de agua…”, durante el período comprendido entre el mes de octubre de 2007 y el mes de junio de 2008, el Gerente General de ese entonces concedió una certificación a 22 fideicomitentes fundadores del fideicomiso, garantizando en esos documentos, la infraestructura y disponibilidad de agua cuando los proyectos de los fideicomitentes lo requieran, con lo cual no solo comprometió el suministro de agua en 1.356 servicios (Ver Anexo No. 2), sino que con este acto administrativo se dio margen para que al 31 de agosto de 2008, ocho de esos fideicomitentes gestionaran la licencia municipal amparados a dichas certificaciones, e iniciaran sus proyectos, cuyos servicios solicitados en las certificaciones en mención ascienden 1.170.
En cuanto a las certificaciones concedidas por el anterior Gerente General del AyA, debe señalarse que éstas pueden contener vicios que afectan su validez, por las siguientes razones:

El AyA está facultado para emitir “certificaciones de compromiso” al amparo del Reglamento para la aplicación del artículo 38 de la Ley de Planificación Urbana No. 4240, para los efectos de permitir a los desarrolladores en obras de acueductos y alcantarillados presentar para su trámite ante las instancias correspondientes, la solicitud de autorización de fraccionamientos o urbanizaciones, o sea para los fines contemplados en la citada Ley. En el caso de las certificaciones de disponibilidad de agua, fundamentadas en el artículo 21 de la Ley No. 2726, se emiten con la finalidad de que una persona física o jurídica obtenga la autorización para la construcción en proyectos de urbanización o lotificación. Son actos administrativos distintos e independientes que se emiten para finalidades diferentes, pues en la primera lo que se certifica es la existencia de un proyecto de obra a desarrollar por un particular, el cual cuenta con el financiamiento respectivo y con la garantía suficiente para la Administración, mientras en la segunda, se certifica que existen obras de infraestructura y operación actual de un sistema de acueducto que permite la satisfacción del servicio público de agua potable.
Las certificaciones emitidas por el anterior Gerente General del AyA, en su último párrafo consignan “la existencia y viabilidad del proyecto, GARANTIZANDO que el mismo contará con la infraestructura y disponibilidad de agua cuando este (sic) lo requiera”. 

Es evidente que las certificaciones emitidas por el anterior Gerente General adolecen de vicios, ya que en sus elementos objetivos para la emisión de éstas, existe discrepancia en cuanto a los hechos que las motivaron y al respaldo jurídico para su emisión, toda vez que las certificaciones de compromiso mencionan una “carta de entendimiento” que no ha sido suscrita por el AyA con ninguna de las empresas en ellas citadas y porque ni el Reglamento emitido por la Junta Directiva de esa Institución —ni otra norma de nuestro ordenamiento jurídico— contempla la posibilidad de que la entidad pueda garantizar la disponibilidad del agua a futuro con base en la proyección de un proyecto de obra a realizar por un particular. Lo anterior ha sido reiterado en diversos criterios jurídicos, incluso de la propia Administración, pues su Dirección Jurídica, en Oficio No. DJ-2007-992 del 8 de marzo del 2007, señaló que no resulta procedente otorgar “Cartas de Disponibilidad a desarrolladores que pretendan interconectarse a la tubería que no existe en la esfera de la realidad material y es legalmente improcedente la emisión de un acto administrativo si es contrario a las normas de la técnica o de la ciencia, o a principios elementales de justicia, lógica o conveniencia, pues carecería el acto administrativo de la adecuada motivación, lo cual es un elemento esencial para la validez del acto”. Aunado a ello, debe tenerse presente que el acto administrativo será válido si se conforma sustancialmente con el ordenamiento jurídico, incluso en cuanto al móvil del funcionario que lo dicta (art. 128 LGAP).

Además, en dicho criterio Jurídico No. DJ-2007-992 se recomendó a la Junta Directiva del AyA, entre otros aspectos, lo siguiente:

“…2.- Igualmente deberá valorarse la existencia de alguna nulidad en el caso de marras y según su gravedad o calificación, determinar la aplicación del procedimiento correspondiente (proceso de lesividad o de nulidad evidente y manifiesta). 

c)
A pesar de que no procedía la emisión de las certificaciones y cartas  de disponibilidad de agua, en aras de no comprometer el interés público el AyA, debió llevar controles que le permitieran determinar los servicios que se iban concediendo al amparo de dichos documentos; sin embargo no lo hizo, lo evidencia el hecho de que el detalle de la Regional Chorotega que remitió a este órgano contralor el Presidente Ejecutivo
, se hace referencia a 1.473 servicios, cuando en realidad de la información recopilada por esta Contraloría General (ver Anexo No. 1 adjunto a este informe) esa cifra asciende a 2.771. Además, tal como lo reconoce a esta oficina el Director de la Región Chorotega,
 el AyA no cuenta con un inventario completo de cartas de disponibilidad, ni un control de los proyectos que se han desarrollado al amparo de esas cartas.
d)
En el contrato de fideicomiso suscrito el 23 de mayo del 2007, por desarrolladores privados para continuar con el proyecto del acueducto Playas del Coco, se estableció en sus fines específicos, que los fideicomisarios fundadores obtendrían la conexión de agua potable para los proyectos y desarrollos urbanísticos y hoteleros, una vez que se entregara el proyecto terminado al AyA; sin embargo, producto de las inspecciones realizadas por este órgano contralor en la Oficina de Sardinal del AyA, se comprobó que para algunos proyectos de estos fideicomisarios, ya dicho Instituto les concedió las conexiones respectivas. 
Debido a la emisión de cartas de disponibilidad de agua emitidas durante el periodo comprendido entre febrero de 2006 y febrero de 2007, se procedió a instaurar un procedimiento administrativo en contra del Sub Gerente General de ese entonces (expediente No. JD-200-001) y en contra de dos funcionarios de la Regional Chorotega (expediente No. 2007.042).

En resumen, durante el período comprendido entre el 26 de febrero de 2006 y el 15 de febrero de 2007, en la Dirección Regional Chorotega se emitieron en forma indebida, 49 cartas de disponibilidad de agua por un total de 2.771 servicios, según información recopilada por este órgano contralor (ver Anexo No.1) y entre octubre de 2007 y junio de 2008, el Gerente General de ese entonces, concedió 22 certificaciones a los fideicomitentes fundadores del fideicomiso Playas del Coco, en las cuales también se garantiza la disponibilidad de agua por 1.356 servicios (Ver anexo No.2), esto de acuerdo con la certificación emitida por la propia Administración del AyA, con lo cual se comprometió en esos períodos el suministro de agua en un total de 4.127 servicios. Además, utilizando dichos documentos se tramitó la licencia municipal para 22 proyectos (condominios, villas, apartamentos y centros comerciales). Para muchos de ellos el AyA les concedió nuevas previstas de agua para que edificaran las obras e incluso para que las pusieran en operación (explotación comercial). Cabe destacar que la cifra total antes indicada de servicios comprometidos, deberá ser objeto de revisión por parte del AyA, con base en el inventario que se ordena en la disposición 4.2. c) de este informe. 
Así las cosas, debe valorar el AyA el procedimiento para declarar la nulidad de las certificaciones de compromiso y cartas de disponibilidad emitidas, por contener vicios que atentan contra la validez de éstas.
Por otra parte, el AyA, a la fecha de este estudio, no tiene certeza de la cantidad de cartas de disponibilidad de agua efectivamente emitidas y de los proyectos que se han desarrollado al amparo de esas cartas, lo cual evidencia la ausencia de controles necesarios para no comprometer el suministro de agua más allá de su capacidad. 

2.8.
INADECUADA PLANIFICACIÓN Y PROGRAMACIÓN DEL PROYECTO DE MEJORAS AL ACUEDUCTO SARDINAL.
Este órgano contralor determinó, que sin que estuviera debidamente planificado y programado, ya que no fue contemplado dentro del plan de inversión, plan operativo, ni en el listado de proyectos incluido en la última petición tarifaria y sin contar con recursos suficientes para tal fin, el AyA procedió a ejecutar en el año 2008, el proyecto “Mejoras al Acueducto de Sardinal”, lo cual se evidencia con los siguientes hechos: 
a) Hasta el mes de febrero de 2008, con el fin de justificar las necesidades de inversión en el acueducto de Sardinal, se realizó un estudio preliminar que se mantiene a la fecha, por parte de la Dirección de Estudios y Proyectos del AyA, denominado “Análisis del Acueducto de Sardinal, Carrillo, Guanacaste”, por medio del cual dicho instituto determinó problemas de infraestructura en este acueducto que repercuten en la continuidad del servicio.
b) Debido a la urgencia del AyA para realizar las mejoras al Acueducto de Sardinal y en vista de la carencia de recursos, se recurrió a fuentes de financiamiento interno y externo que evidencian aún más la falta de planificación, dentro de las cuales se mencionan las siguientes: 

· Para atender los problemas de infraestructura del acueducto Sardinal, mediante la modificación No. 2 del año 2008,
 se otorgó por primera vez contenido por la suma de ¢100,0 millones al proyecto “Mejoras al Acueducto de Sardinal”, pero tomando para ello recursos de otro proyecto incluido en el presupuesto extraordinario No. 1, el cual se encontraba en proceso de aprobación de esta Contraloría General, cuando la Junta Directiva del AyA aprobó dicha modificación.
· Se utilizaron recursos correspondientes a “Cuentas especiales, reservas para aumentos salariales” que son recursos propios generados vía tarifas, para poder destinar ¢400.5 millones para el proyecto “Mejoras al Acueducto de Sardinal”, los cuales son incluidos en la modificación No. 4,
 consignándose como justificación, la urgente necesidad de realizar obras de mejoramiento en el sistema de acueducto de la comunidad de Sardinal.
· El Presidente Ejecutivo y el Subgerente General negociaron con los desarrolladores que están financiando el proyecto El Coco-Ocotal, una donación de US$450.000,00 que permitiera en el plazo de 90 días concluir las obras a realizar en dicho acueducto. 
 

En relación con la donación, el 18 de junio de 2008, representantes del Comité del Fideicomiso Acueducto Playas del Coco, le comunicaron al Presidente Ejecutivo del AyA, que el Fideicomiso recibió la instrucción de donar US$450.000,00 para financiar las obras del acueducto de Sardinal, y señalaron en esa nota lo siguiente: “Esperamos continuar trabajando en conjunto con el AyA en la concreción del Acueducto Sardinal-El Coco-Ocotal de conformidad con los términos del artículo 38 de la Ley de Planificación Urbana...”. También los  representantes de ese Comité, ante la consulta de la Subgerencia General de dicho Instituto, mediante nota del 18 de junio de 2008,
 indicaron que confirmaban su voluntad de erogar la citada suma, pero establecieron que la recuperación de esa contribución adicional se regiría de conformidad con lo siguiente:
“…El Fideicomiso podrá recuperar su inversión de todos aquellos desarrolladores que se conecten al Acueducto de Playas del Coco, según el diseño original que se adjunta a esta nota (Anexo 2), de conformidad con lo establecido en el artículo 38 de la Ley de Planificación Urbana y en los términos del dictamen de la Procuraduría General de la Republica número C-218-2008.”. 
Respecto de esta última nota, el Presidente Ejecutivo debió efectuar las consultas pertinentes sobre la viabilidad de la propuesta y responder oportunamente para evitar futuros conflictos, de lo cual no hay evidencia de que se haya hecho.
Por su parte, en relación con la donación de los US$450.000 para el proyecto “Mejoras al acueducto de Sardinal”, el Subgerente General del AyA, indicó a este órgano contralor
 que él y el Presidente Ejecutivo participaron en la negociación. Además, señaló lo que seguidamente se transcribe:
“…En primer término hay que aclarar que la donación aludida no se enmarca dentro de la negociación AyA-fideicomiso de conformidad con lo establecido en el artículo 38 de la Ley de Planificación Urbana. Se trata de una donación pura y simple en la cual el AyA está plenamente facultada para aceptar en consonancia con el artículo 5°, inciso f)(sic) y 19 de la Ley Constitutiva de AyA, igualmente se aclara que ésta consiste en la entrega de materiales, mano de obra y maquinaria que se utilizará en el proyecto...”.  

Por otra parte, conviene mencionar que el Subgerente General del AyA, en sesión ordinaria No. 15-2008,
 aclaró a la Junta Directiva del AyA, que las mejoras en Sardinal no tienen ninguna relación con el proyecto del acueducto El Coco-Ocotal que es financiado con el fideicomiso, y que este proyecto “tiene beneficios comunales que no tiene que ver nada con Sardinal.”

No obstante que no hay claridad en los términos en que las partes negociaron la donación que se estaba realizando en bienes y servicios, es criterio de esta Contraloría General que no se puede incorporar los US$450.000,00 dentro del proceso de liquidación del proyecto del acueducto Playas del Coco; ya que éste es totalmente independiente del proyecto “Mejoras al Acueducto de Sardinal”, el cual no está previsto dentro del artículo 38 de la Ley de Planificación Urbana; por consiguiente, el AyA deberá verificar como parte de la metodología que debe establecer para determinar el costo real de las obras del proyecto del acueducto El Coco-Ocotal, que no se incluya la referida donación.

En relación con la falta de programación y planificación, es importante reiterar lo manifestado por esta Contraloría General
 en cuanto al “…deterioro progresivo en la gestión administrativa y financiera de esa institución, que se materializa, entre otros aspectos, en un débil proceso de planificación y presupuestación,...”. Dentro del proceso de planificación, reviste especial trascendencia en el AyA, el contar con un adecuado plan de inversión,
 estrechamente vinculado con otros instrumentos de planificación como el plan estratégico, táctico y operativo, el cual sustente el portafolio de proyectos, que permita una programación oportuna de las necesidades de inversión que demanda la prestación eficiente y eficaz de los servicios de acueductos y alcantarillados, de manera que se incluyan todos los proyectos derivados de la administración, operación, desarrollo y mantenimiento de los sistemas de acueductos y alcantarillados, conforme a las prioridades que técnicamente se definan, y como medio de asegurar la continuidad y adecuada prestación de dichos servicios.

De acuerdo con lo expuesto, se determinó que el AyA sin cumplir el “Principio de programación” consignado en el artículo 5 inciso e) de la Ley de Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos, procedió a ejecutar en el año 2008 el proyecto “Mejoras al Acueducto de Sardinal”, sin tenerlo  contemplado dentro del plan de inversión, plan operativo, ni en el listado de proyectos incluido en la última petición tarifaria y sin contar con recursos suficientes para tal fin, recurrió a fuentes de financiamiento internas y externas que reflejan claramente la falta de planificación y programación que se hizo de este proyecto, con el agravante que se negoció una donación de US$450.000,00 con los Fideicomisarios que financian el proyecto del acueducto El Coco-Ocotal, los cuales pretenden recuperarla con todos aquellos desarrolladores que necesiten conectarse a este último acueducto, pretensión que es improcedente.

3.
CONCLUSIONES.
Se autorizó el desarrollo del proyecto de ampliación del acueducto de El Coco-Ocotal al amparo del artículo 38 de la Ley de Planificación Urbana, mediante la formalización de una carta de entendimiento, sin que se estableciera el marco legal suficiente y las especificaciones técnicas y otros requisitos importantes que deben quedar debidamente regulados, para efectos de que el Instituto pueda ejercer sus poderes de tutela y fiscalización, y garantizar el servicio público de suministro de agua en condiciones óptimas de calidad y eficiencia.
La Junta Directiva del AyA aceptó como garantía de las obras de ampliación del acueducto El Coco-Ocotal, un contrato de fideicomiso que no conoció, lo cual no le permitió darse cuenta que en el clausulado de dicho contrato, se establecían obligaciones para la Institución como Fideicomisario Principal, que rozan con el ordenamiento jurídico, por conceder el fideicomiso ventaja a los desarrolladores en detrimento de los demás pobladores de la zona. 
Se autorizó el proyecto de ampliación del acueducto El Coco-Ocotal, sin contar con estudios hídricos suficientemente detallados de los mantos acuíferos de Sardinal y El Coco-Ocotal, que realmente evidenciaran que existía agua suficiente para satisfacer los 5.000 servicios requeridos por los desarrolladores, así como la demanda futura para el resto de la población de la zona. Producto de los estudios realizados por acuerdo de la Comisión Técnica Acueducto Sardinal y El Coco-Ocotal, se establece que es factible la explotación del acuífero Sardinal por etapas, conforme el incremento real de la demanda, con una explotación de 70 litros por segundo hasta el 2010 y luego basados en los resultados del proceso de monitoreo la extracción de 105 litros por segundo. No obstante, en el “Estudio Hidrogeológico Detallado Acuífero de la parte alta de la Cuenca del Río Sardinal”, elaborado por SENARA.
, se señala que debe evaluarse el efecto de la extracción de los cuatros pozos para el proyecto Sardinal, dado que se encuentran ubicados aguas abajo de la microcuenca de las quebradas Vainilla y Nisperal, la cual, según se indicó, posiblemente se encuentra en un estado de sobreexplotación. Dicho estudio fue conocido por la mencionada Comisión y ésta no se refirió a la aludida microcuenca.
El AyA no ejerció adecuadamente su deber de fiscalizar que los desarrolladores del proyecto del acueducto El Coco-Ocotal, cumplieran con todos los trámites de ley en cuanto a la aprobación de planos, licencia municipal y el pago de 1% del impuesto de construcción de las obras de este proyecto; por el contrario, en forma indebida gestionó ante la Municipalidad de Carrillo permisos para algunas de las obras, evitando de esta manera que el ente municipal percibiera los impuestos que por ley le corresponden.
El A y A no ejerció todos sus poderes de tutela y fiscalización para que los tanques de almacenamiento del proyecto de ampliación del acueducto El Coco-Ocotal, se construyeran de acuerdo con los requerimientos técnicos aprobados para el buen funcionamiento del sistema, no obstante que disponía de estudios en los que se señaló: que con la capacidad del tanque de 2.500 m3 no es posible abastecer la zona de Ocotal; que en inmueble donde se hizo el levantamiento de éste ya no hay espacio para construir otro igual
; que las condiciones hidráulicas del modelo y el uso de válvulas de regulación de presión no permiten modificar el sistema para funcionar con un solo tanque; que se estaría con un déficit de almacenamiento.
El AyA permitió que se llevaran a cabo gran parte de las obras del proyecto de ampliación del acueducto El Coco-Ocotal sin contar con la viabilidad ambiental, en violación de lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley No. 7554 y lo establecido por las partes en las cláusulas segunda y tercera de la carta de entendimiento. Además, asumió obligaciones que legalmente le corresponden a los desarrolladores de este proyecto, como el cumplir con todos los compromisos ambientales de ley y comprometió a la Hacienda Pública al asumir la responsabilidad directa de los daños ambientales que eventualmente ocasionen dichos desarrolladores producto de la ejecución de las obras del proyecto.

Desaplicando diversos acuerdos tomados por la Junta Directiva del AyA
 y lo estipulado por las partes en la carta de entendimiento, mediante actos administrativos contrarios al ordenamiento jurídico, se emitieron 49 cartas de disponibilidad de agua y 22 certificaciones mediante las cuales también se garantiza la disponibilidad de agua, comprometiéndose el suministro de agua por un total de 4.127 servicios (cifra que deberá revisar el AyA con base en el correspondiente inventario). Asimismo, utilizando dichos documentos se tramitó la licencia para 22 proyectos (condominios, villas, apartamentos y centros comerciales), de los cuales en la mayoría de los casos el AyA concedió nuevas previstas de agua para que edificaran las obras e incluso para que las pusieran en operación. 
El AyA sin cumplir el “Principio de programación” consignado en el artículo 5 inciso e) de la Ley de Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos, procedió a ejecutar en el año 2008 el proyecto “Mejoras al Acueducto de Sardinal”, sin tenerlo contemplado dentro del plan de inversión, plan operativo, ni en el listado de proyectos incluido en la última petición tarifaria y sin contar con recursos suficientes para tal fin. 
Es criterio de este órgano contralor, que de continuarse con la construcción de las obras del proyecto, el AyA deberá tener presente de previo a la recepción de cualquiera de esas obras, que se realicen los estudios técnicos y demás labores necesarias a efecto de determinar con precisión científica la disponibilidad real de servicios de agua que se pueden brindar a los desarrolladores, sin descuidar la población vegetativa, tomando como referencia el volumen de almacenamiento de los tanques edificados, así como que el compromiso adquirido por el Instituto mediante la carta de entendimiento fue otorgar 5000 servicios siempre y cuando existiera la disponibilidad correspondiente, que se recomendó la explotación futura del acuífero por un período de dos años con un caudal de 70 l/s, que los servicios restantes por brindar serían 2979 y que la Institución ya comprometió el suministro de agua por un total de 4.127 servicios.
4.
DISPOSICIONES.

De conformidad con las competencias asignadas en los artículos 183 y 184 de la Constitución Política y los artículos 12 y 21 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, No. 7428, se emiten las siguientes disposiciones, las cuales son de acatamiento obligatorio y deberán ser cumplidas dentro del plazo conferido para ello.
4.1.
A LA JUNTA DIRECTIVA DEL AYA.
a)
Tomar las decisiones inmediatas para que en lo sucesivo en todo proyecto de acueducto que se pretenda ejecutar con particulares al amparo del artículo 38 de la Ley de Planificación Urbana, se formalice un documento que contenga el marco legal suficiente y las especificaciones técnicas que la administración considere pertinentes, a efecto de que el Instituto se garantice que las obras se ejecuten con estricto apego a la normativa jurídica vigente y que reúnan los requisitos necesarios para brindar un servicio público eficiente. Ver punto No. 2.1 de este informe.

b)
Proceder —a partir de la fecha en que se remita a esa Junta el inventario indicado en la disposición 4.2. c) de este informe— de conformidad con la recomendación consignada en el criterio Jurídico No. DJ-2007-992 del 8 de marzo del 2007, punto IX, inciso 2., relativo a la instauración del procedimiento para declarar la nulidad de las cartas de disponibilidad de agua emitidas en la Regional, Chorotega. Asimismo, dicho criterio debe aplicarse en cuanto a las certificaciones de compromiso conferidas por el Ex Gerente General de ese entonces, y se deberá comunicar  a las entidades competentes lo resuelto al respecto, con el objeto de que dichos documentos no sean utilizados para el trámite de permisos de construcción. Informar en el plazo de un mes lo resuelto a esta Contraloría General, una vez que dispongan del referido inventario. (Ver punto 2.7. de este informe).

c)
Comunicar a esta Contraloría General, dentro de los 15 días hábiles siguientes a la sesión en que la Junta Directiva conozca el presente informe, los acuerdos tomados por ese órgano colegiado para el debido cumplimiento de las disposiciones giradas.

4.2.
A LA PRESIDENCIA EJECUTIVA DEL AYA.
a)
Elaborar y presentar a la aprobación de la Junta Directiva, un plan con las acciones, prioridades, plazos, responsables y resultados esperados, con el fin de que se cumplan las decisiones tomadas por la Comisión Técnica Acueducto Sardinal y El Coco-Ocotal, así como con las recomendaciones del informe final que al efecto rinda la mencionada Comisión, las cuales deberán ser coordinadas con el MINAET, SENARA y demás entidades que correspondan. Ese plan debe ser objeto de seguimiento semestral por parte de esa Presidencia Ejecutiva. Para el cumplimiento de esta disposición se otorga un plazo de 4 meses (Ver punto 2.3. de este informe).
b)
Elaborar y presentar a la aprobación de la Junta Directiva, un plan con las acciones, prioridades, plazos, responsables y resultados esperados, con el objeto de que se realicen los estudios técnicos y demás labores que sean necesarias, para que el AyA pueda determinar con precisión científica la disponibilidad real de servicios de agua que se pueden brindar a los usuarios de la zona, en igualdad de condiciones. A tales efectos, se deberá considerar lo señalado en los puntos Nos. 2.3, 2.5 y 2.7. de este informe. Para el cumplimiento de esta disposición se otorga un plazo de 4 meses. 
c)
Disponer de inmediato la elaboración de un inventario completo de las cartas de disponibilidad de agua y certificaciones de compromiso emitidas en la zona del acueducto Sardinal y El Coco-Ocotal, y de las edificaciones construidas o en proceso, ejecutadas al amparo de éstas, durante el período comprendido entre el mes de enero de 2006 a la fecha de recibo de este informe. Dicho inventario con la documentación soporte correspondiente, deberá ser remitido al Área de Seguimiento de Disposiciones de este órgano contralor para efectos de las verificaciones pertinentes. Lo anterior para la adecuada toma de decisiones por parte del AyA al otorgar nuevos servicios de agua y que permita, asimismo, el cumplimiento a lo dispuesto en la disposición 4.1. b) anterior. Ver punto 2.7. de este informe.

d)
Girar las instrucciones pertinentes, con el fin de que dentro del proceso de liquidación que el artículo 38 obliga a realizar al A y A, no se incluya la donación que efectúen los desarrolladores del proyecto del Acueducto de Playas del Coco, para el proyecto “Mejoras al Acueducto de Sardinal”. Para el cumplimiento de esta disposición se otorga un plazo de un mes. Ver punto No. 2.8. de este informe.
4.3.
AL MINISTRO DEL AMBIENTE, ENERGÍA Y TELECOMUNICACIONES (MINAET).
a)
Coordinar con el AyA y el SENARA para que se cumplan todas las recomendaciones que se adopten en el informe final de la Comisión Técnica Acueducto Sardinal y El Coco-Ocotal, el cual deberá contemplar un Plan de monitoreo de explotación, comportamiento y extracción controlada del acuífero Sardinal, tendiente a la protección del recurso hídrico. Para tal propósito, deberá aportarse a este órgano contralor, en el plazo de 3 meses posteriores a la emisión del informe final de la citada Comisión, las medidas tomadas al respecto para el cumplimiento de esta disposición. Ver punto 2.3 de este informe.

4.4.
ALCALDE DE LA MUNICIPALIDAD DE CARRILLO.

a)
Tomar las medidas que correspondan para que los Fideicomisarios del Fideicomiso Acueducto Playas del Coco se pongan a derecho con la licencia municipal y el pago del impuesto de construcciones y la multa de ley cuando proceda, de todas las obras del proyecto de ampliación del acueducto El Coco-Ocotal. Para tales efectos, deberá establecer y comunicar a este órgano contralor, en un plazo de 30 días hábiles, las acciones tomadas sobre este asunto. Ver punto 2.4. de este informe.

4.5.
AUDITORÍA INTERNA DEL MINISTERIO DE AMBIENTE, ENERGÍA Y TELECOMUNICACIONES (MINAET).
a)
Incluir dentro de su plan de trabajo del año 2009, con la prioridad pertinente, un estudio sobre los hechos descritos en el punto 2.6. de este informe, referente a la viabilidad ambiental otorgada para el proyecto de acueducto El Coco-Ocotal; ello con el propósito de que se determine si el procedimiento utilizado para el otorgamiento de esa viabilidad se encuentra ajustado conforme al ordenamiento jurídico. De llegar a determinarse que existieron irregularidades o incumplimientos a la normativa vigente, señalar ―si procede― las eventuales responsabilidades, así como informar lo que corresponda al órgano competente. Informar a este órgano contralor, a más tardar el 31 de enero de 2009, sobre la inclusión del estudio en dicho plan y posteriormente sobre los resultados del estudio.
Este órgano contralor se reserva la posibilidad de verificar, mediante los medios que considere pertinentes, la efectiva implementación de las disposiciones emitidas.

En caso de que se incumpla con las disposiciones en forma injustificada dentro del tiempo dado para tal efecto, se le reiterará por una única vez y se fijará plazo para su cumplimiento, pero de mantenerse la desobediencia, una vez agotado ese plazo, dicha conducta se reputará como falta grave y podrá dar lugar a la imposición de las sanciones previstas en el artículo 69 de la citada Ley No. 7428, con garantía del debido proceso. Lo anterior, sin perjuicio de incurrir en otras causales de responsabilidad.

La información que se solicita en este informe para acreditar el cumplimiento de las disposiciones anteriores, deberá remitirse, en los plazos establecidos, a la Gerencia del Área de Seguimiento de las Disposiciones del órgano contralor.  Además, también se requiere que esa Administración le comunique, en un plazo no mayor de cinco días hábiles, el nombre, número de teléfono y correo electrónico de la persona que fungirá como el contacto oficial con esa Área de Seguimiento con autoridad para informar sobre el avance y cumplimiento de las disposiciones correspondientes.

Contra el contenido del citado informe cabe la posibilidad de interponer los recursos ordinarios de revocatoria o de apelación, cuya interposición deberá hacerse en los plazos previstos en el artículo 346 de la Ley General de la Administración Pública.

ANEXO No. 1
Detalle de cartas de disponibilidades para el proyecto de

acueducto El Coco–Ocotal, otorgadas en la oficina 
cantonal de Liberia del AyA
AÑOS -2006-2007
	AÑO 2006
	
	
	

	Nota emitida a nombre
	# Plano
	Fecha
	Cantidad de Servicios

	Miguel Lecusay Ponde
	G-1023602-2005
	20-02-2006
	115 de 12 mm

	Ing. Jorge Milanés M.

Desarrollo Habitacional Milanés S.A.
	G-1001120-2005
	18-04-2006
	1 en 25mm

	Según nota del 21-4-06 Pago el 50% de los servicios.

Obras con permiso de construcción
	G-910249-2004
	21-04-2006
	20 de 12 mm

	Crow Land Company
	G-1006204-2005
	24-04-2006
	3 de 12mm

	Cesare Matteini

El Coco Properties S.A.
	G-1049428-2006
	03-05-2006
	71 de 12 mm

	Cesare Matteini

El Coco Properties S.A.
	G-1062000-2006
	03-05-2006
	7 de 12mm

	Cesare Matteini

El Coco Properties S.A.
	G-1064987-2006
	03-05-2006
	20 de 12 mm

	Cesare Matteini

El Coco Properties S.A.
	G-1078630-2006 G-357074-1996
	03-05-2006
	56 de 12mm



	Cesare Matteini

El Coco Properties S.A.
	G-1062266-2006
	03-05-2006
	66 de 12mm

	Cesare Matteini

El Coco Properties S.A.
	G-1045312-06
	03-05-2006
	101 de 12 mm

	Cesare Matteini

El Coco Properties S.A.
	G-1061962-2006
	03-05-2006
	18 de 12 mm

	Crow Land Company S.A. cédula jurídica No. 3-101-311754.
	G-1006204-2005
	04-05-2006
	9 de 12 mm

	Arq. Rebeca Escalante
	G-910249-2004
	04-05-2006
	20 de 12 mm

	Ing. Randall Van Patten DEHC S.A.

Según nota del 8 -5-06 Pago el 50% de los servicios.
	G-1033453-2005
	09-05-2006
	26 de 12 mm

	Inversiones Virginia del Guanacaste S.A.
	G-533236-84
	26-05-2006
	4 de 12 mm

	Ing. Marcela Castro

Pago el 50% de los servicios, según nota del 26-5-06
	G-546965-99,

G-549119-99,

G-550785-99,

G-550783-99,

G-550789-99,

G-550797-99,

G-550807-99,

G-549125-99,

G-550805-99,

G-570787-99,

G-550791-99,

G-562236-99,

G-546952-99,

G-546956-99,

G-570768-99,

G-549135-99,

G-549127-99,

G-549137-99,

G-549133-99,

G-549111-99,

G-549131-99,

G-546961-99,

G-549139-99,

G-550766-99,

G-550764-99,

G-548202-99,

G-562233-99,

G-562238-99,

G-550801-99,

G-550802-99,

G-131514-93,

G-550795-99,

G-550793-99

	29-05-2006
	300 de12 mm

	Ing. José Rodolfo Ortíz 

Aparece nota donde pagó el 25% de los  640 servicios, según nota del 8-5-06.
	G-1070421-2006 G-1070099-2006 G-195158-94 

G-195156-94 

G-195160-94 

G-437796-81 

G-104104-93

G-437797-81
	28-05-2006
	640 de 12 mm

	Roberto Bermúdez

Sentosa Beach S.A.
	G-973438-2005
	01-06-2006
	1 hidrómetro de 50 mm

	Creek Side
	G-360433-79
	14-06-2006
	6 de 12 mm

	Ing. Mauricio Ruiz Castillo NOVATECNIA

De acuerdo con permisos de construcción, ya duplica los servicios requeridos. 47 residencias, 4 apartamentos, 12 locales comerciales, un supermercado y dos edificios de 15 unidades.
	G-1032187-2005
	02-06-2006
	30 de 12 mm

	Cesare Matteini S.A.
	G-1078630-2006
	23-06-2006
	56 de 12 mm

	Ing. Jorge Milanés M.

Desarrollo Habitacional Milanés S.A. 

Solicita permisos de construcción para 22 viviendas
	G-1001120-2005


	20-06-2006
	1 de 25 mm

	Cheryl Mc Cormack
	G-183695-94 – G-571739-99 – G-0077570-92
	04-07-2006
	40 de 12 mm

	Ing. Freddy Humberto
	G-1067414-2006
	21-07-2006
	200 de 12mm

	Arq. Oscar  Villavicencio Blanco
	G-1003216-05 el cual modifica los planos:

G-664718-2000 G-680461-9987
	26-07-2006
	11 de 12 mm

	Amed Villalobos Ellis

Desarrolladora CERUM, otra carta con el mismo plano fue emitida a nombre de Douglas Sands/ Swing Trail Ltda
	G-887130-2003
	26-07-2006
	60 de 12 mm

	Amed Villalobos Ellis

Desarrolladora CERUM
	G-824715-2002
	26-07-2006
	11 de 12 mm

	Norman Paquette Finca Vainilla 2005 S.A.
	G-1015764-2005
	27-07-2006
	30 de 12 mm

	Bernie Forest Anderson
	G-68193-92
	27-07-2006
	5 de 12 mm

	Proyecto Inversiones OCOTAL PIO S A. (3-101-337370)

Según nota del 10-8-06 se pagó el 50% de 79 pajas y se reservaron 165 con el pago del 25%
	G-919787-2004

G-842868-2003

G—844888-2003
	10-08-2006
	164 de 12 mm

	Arq. Oscar Villavicencio CMC Consultants and Designers
	G-1054449-2006
	29-08-2006
	100 de 12mm

	Daisy Acuña G Abdalla Arquitectos
	G-1010665-2005
	07-09-2006
	13 de 12 mm

	Ing. Carlos Maroto Maroto / Costa Rica Marina Consultans
	G-687148-2001
	07-09-2006
	125 de 12 mm

	Subtotal de servicios a octubre de 2006
	
	
	2.330 servicios 

	Ing. Mario Guzmán Naranjo.

EVJ
	G-1065471-2006
	28-11-2006
	65 de 12 mm

	Dais Acuña González Abadía Arquitectos

Según nota del 7-12-06, se pagó el 50% de 17 pajas requeridas


	G-219177-94 y G-216826-94
	07-12-2006
	17 de 12 mm

	Henry Chacón Mc Corporación Zeta S.A.

Según nota del 11-10-06, se pagó el 50% de 40 pajas requeridas
	G-1081617-2006
	22-12-2006
	40 de 12 mm

	Ing. Juan Manuel Leiva

NOVATECNIA
	G-626131-2000
	22-12-2006
	5  de 12mm

	Ing. Juan Manuel Leiva

NOVATECNIA
	G-626133-2000
	22-12-2006
	5 de 12mm

	Ing. Juan Manuel Leiva

NOVATECNIA
	G-626135-2000
	22-12-2006
	5 de 12mm

	Ing. Juan Manuel Leiva

NOVATECNIA
	G-842868-2003
	22-12-2006
	60 de 12 mm

	Ing. Juan Manuel Leiva

NOVATECNIA
	G-919787-2004
	22-12-2006
	65 de 12 mm

	Ing. Juan Manuel Leiva

NOVATECNIA
	G-65462-92
	22-12-2006
	4 de 12 mm

	Arq. Oscar Villavicencio Blanco (CMC Consultants and Designers
	
	23-08-2006
	100 de 12 mm

	Ing. Juan Manuel Leiva (Novatecnia)
	
	22-12-2006
	20 de 12 mm.

	AÑO 2007
	
	
	

	Nota emitida a nombre
	# Plano
	Fecha
	Cantidad de Servicios

	Arq. Oscar Villavicencio CMC Consultants
	G-687148-2001
	24-01-2007
	125 de 12 mm

	Ing. Mario Guzmán Naranjo. EVJ Construcción y Consultoría.
	G-626884-2000

G-626883-2000
	08-02-2007
	1 de 19 mm  1 pulgada

	Ing. Mario Guzmán Naranjo  EVJ 
	G-599116-1985
	08-02-2007
	1 de 19 mm 1 pulgada

	Ing. Mario Guzmán Naranjo,  EVJ 
	G-541113-99
	08-02-2007
	1 de 19 mm 1 pulgada

	Ing. Julia Rivera Torrealba
	G-1022249-2005
	15-02-2007
	27 de 19 mm

	TOTAL DE SERVICIOS*
	
	
	2.771


Nota:
El total de servicios está desglosado de la siguiente manera: 2.738 de 12 mm, 2 servicios de 25 mm, 30 servicios de 19 mm y 1 de 50 mm.
Cuadro elaborado por esta Contraloría General con base en las cartas de disponibilidad emitidas en la Regional Chorotega del AyA y localizadas en dicha Regional, Municipalidad de Carrillo y en el expediente administrativo No. JD-2007-001 tramitado por la Junta Directiva del AyA.
ANEXO No. 2
Certificaciones del Gerente General del AyA, mediante las cuales
garantizó la infraestructura y disponibilidad de agua para los
proyectos de los fideicomientes  fundadores del
fideicomiso del acueducto El Coco–Ocotal

	Empresa
	Proyecto
	Plano
	Fecha
	Pajas de agua de 12 Milímetros

	Desarrolladora Pacífico Development Coco PDC (cédula jurídica No. 3-102-422191). Antes se denominaba Inversiones de Guanacaste Océano Pacífico PD Ltda.


	Condominio Pacífico, ubicado en Zona de Playas del Coco
	G-1186731-2007

G-1186732-2007

G-1190271-2007

G-1186733-2007

G-1190272-2007

G-1187513-2007

G-1187514-2007

G-1187516-2007

G-1182370-2007

G-1187518-2007

G-1182371-2007

G-1187519-2007

G-1187521-2007

G-1187523-2007
	28/01/2008
	550



	Proyecto Inversión Ocotal Pío S.A. (cédula jurídica No. 3-101-337370)

Canelillo BQ Sociedad Anónima (cédula jurídica No. 3-101-255457) y

Agroindustrial Carrillo Sociedad Anónima (cédula jurídica No. 3-101-41678)
	Proyecto  Inversión Ocotal Pio S.A., Canelillo BQ, S.A., Agroindustrial Carrillo S.A., ubicados en la Zona de Playas del Coco.
	G-919787-2004 (65)

G-844888-2003 (20)

G-0626135-2000

G-0626133-2000

G-0626131-2000

G-0842868-2003

G-65462-1992
	12/10/2007
	400

	Desarrolladora Princesa del Sol Limitada, (cédula jurídica No. 3-102-398289)
	Proyecto Condominio Vertical Residencial Costa Mar de Playas del Coco, ubicado en Zona de Playas del Coco.
	G-824715-2002
	31/10/2007
	12

	KINGSLAND DEVELOPMENTS INC, S.A. (cédula juridical N° 3-101-415668)
	Proyecto Condominio COCO VISTA
	G-1.067.414
	6/12/2007
	28

	JADE GARDEN (cédula jurídica No. 3-101-162870)
	Esquina Comercial, ubicado en Zona de Playas del Coco
	G-0687148-2001
	31/01/2008
	17

	Sociedades Village Point Properties Limitada (cédula jurídica No. 3-102-359996) y Yellow Cocodrilo S.A. (cédula jurídica No. 3-101-402751)
	Proyecto Condominio del Bosque, ubicado en Zona de Playas del Coco.
	G-1054449-2006

G-1054450-2006
	31/01/2008
	14

	Sociedad Inmobiliaria Yahxa Limitada (cédula jurídica No. 3-102-421720)
	Proyecto Apartotel Agua de Lechuga, ubicado en Zona de Playas del Coco.
	G-0352325-1979
	31/01/2008
	10

	Sociedad Blueberry Investments CRC  S.A.
	Proyecto Condominio Blueberry Investments, ubicado en Zona de Playas del Coco
	G-1142793-2007
	31/01/2008
	16

	El Coco Properties (cédula jurídica 3-101-402649
	La Flor de Limón S.A.

Alto de las Estrellas S.A. y el 

Club de Playa Cocomarindo S.A.
	G-1078630-2006

G-1062266-2006

G-1093905-2006
	31/03/2008
	128

	MICHAEL SAPHIR S.A. (cédula jurídica 3-101-460088)
	Proyecto PASEO COMERCIAL LA COLINA, ubicado en Sardinal Carrillo
	G-1093902-2006
	17/04/2008
	16

	SENTOSA BEACH CORPORATION S.A. (cédula juridica 3-101-453870)
	CONDOMINIO CACTUS HEIGHTS, ubicada en el Coco.
	G973438-2005
	17/04/2008
	1

	ARQUITECNICAS S.A. (cédula jurídica 3-101-453870
	Proyecto BAHIA JUNALUSKA XIII S.A.
	G-1163707-2007
	17/04/2008
	21

	El Coco Properties (cédula jurídica 3-101-402649
	Coco´s Sunset Hills
	G-1023602-2005
	23/04/2008
	49

	Sociedad HORUS DIECINUEVE C del Coco S.A.
	Proyecto CORONA DEL MAR
	G-1003216-2005
	5/05/2008
	12

	Sociedad MAGICAL WATERS S.A. (cédula juridical 3-101-495435)
	No indica
	G-1217337-2007
	5/05/2008
	4

	ALTOS DEL PACIFICO CEDRO TRES C  S.A. (cédula jurídica 3-101-395725)
	No indica
	G-0963205-2005
	6/05/2008
	1

	ALTOS DEL PACÍFICO LA TECA SEIS  F    S.A. (cédula jurídica 3-101-395469)
	No indica.
	G1042903-2005
	6/05/2008
	1

	ALTOS DEL PACÍFICO GUANACASTE UNO A  S.A. (cédula jurídica 3-101-935093)
	No indica
	G-0963212-2005
	6/05/2008
	1

	ALTOS DEL MALINCHE DOS B  S.A. (cédula jurídica 3-101-395952)
	No indica
	G-0963192-2005
	6/05/2008
	1

	ALTOS DE OCOTAL TH  S.A. (cédula jurídica 3-101-381729)
	No indica
	G-1204480-2008
	6/05/2008
	1

	ALTOS DEL PACÍFICO W H   S.A. (cédula jurídica 3-101-382179)
	No indica
	G-1199236-2008
	6/05/2008
	1

	El Coco Properties (cédula jurídica 3-101-402649
	Proyecto RESIDENCIAL XIOMARA
	G-1064987-2006
	14/05/2008
	50

	POWER CORP.  S.A. (cédula juridical 3-101-332911)
	TREE TOP TERRACE
	G-423521-1981
	9/06/2008
	22

	
	
	
	TOTAL
	1356


Cuadro elaborado con base en la información suministrada por el Presidente Ejecutivo del AyA, mediante oficio No. PRE-2008-0787 del 19 de agosto de 2008. 
�	Sesión ordinaria No. 2007-046 del 24 de julio de 2007, acuerdo No. 2007-367


�	En atención a nuestro oficio No. 7412 (FOE-ED-0549) del 22 de julio, 2008, se recibió el oficio PRE-2008-0772 del 13 de agosto 2008.


�	Oficio No. 7891 del 8 de agosto de 2008.


�	Oficio No. PRE-2008-0783 del 18 de agosto de 2008


�	Elaborado por el Ing. Esteban Vargas Rounda, funcionario de la Dirección de Estudios y Proyectos, Departamento de Desarrollo Físico.


�	Ver Anexo No.1 adjunto a este informe.


�	Acuerdo de la Junta Directiva No. 2007-518 del 18 de octubre de 2007.


�	Folio 238.


�	Mediante memorando DGAmb-EB-2008-64, del 17 de febrero de 2008, del Departamento de Estudios Básicos de la Dirección Gestión Ambiental.


�	Lo descrito así se consigna en el documento emitido por el AyA en el mes de mayo de 2008, denominado “Información General Antecedentes y Propuesta, Ampliación Acueducto El Coco-Ocotal, Carrillo, Guanacaste”.


�	Oficio No. DH-0247-2008 de la Defensoría de los Habitantes y oficio No. GD-488-08 del 2 de junio del 2008, de la Universidad de Costa Rica.


�	Ver oficio GE-324-2008 del Ing. Bernal Soto Zúñiga, Gerente General del SENARA.


�	Oficio No. ASUB-369-08 del 1° de setiembre de 2008.


�	Oficio GE-455-2008 del 29 de julio de 2008, remitido por el Gerente General del SENARA, Ingeniero Bernal Soto Zúñiga, a este órgano contralor.


�	Oficio No. GE-455-2008 del 29 de julio de 2008.


�	Oficio No. ASUB-369-08 del 1° de setiembre de 2008.


�	Oficio No. DM-1216-2008.


�	Oficio No. Asub-472-2008 del 28 de octubre de 2008, el cual también fue remitido el 7 de noviembre de 2008, por el Ministro del MINAET, mediante el oficio No. 1306-2008 .


�	Solicitado por este órgano contralor mediante oficio No. 11270 del 28 de octubre de 2008. Dicho estudio fue remitido el 27 de octubre del año en cita al Ministro del MINAET.


�	Específicamente en lo que concierne a la situación hídrica de la Región Chorotega, ese Tribunal Constitucional en el Voto 2008-14092 del 23 de setiembre de 2008 resolvió: “(...) Se declara parcialmente con lugar el recurso en virtud del principio in dubio pro natura, únicamente por la duda en cuanto a la afectación ambiental del manto acuífero de la zona costera de Playas del Coco, Ocotal, Panamá y Hermosa. (...) que dentro del marco de sus competencias y atribuciones, coordinen los estudios técnicos necesarios que permitan conocer la condición actual de los mantos acuíferos que abastecen las comunidades del Playas del Coco, Ocotal, Panamá y Hermosa, y que permitan una proyección adecuada para determinar un uso racional y sostenible del recurso hídrico, considerando que los acuíferos de las zonas costeras son altamente vulnerables. Además se ordena paralizar la perforación de nuevos pozos en estos acuíferos hasta tanto no se cuente con una planificación hídrica que permita hacer las proyecciones adecuadas para no sobreexplotar los mantos acuíferos.”.


�	Reporte de avance No. 1 de la obra, brindado por los ingenieros Guillermo Amador Quesada y José Andrés Padilla Sáurez, Gerente del Proyecto e Ingeniero Residente de la empresa INFRATEC. 


�	Ver numerales 2.4.1.1 y 2.4.2.4. del informe No. AU-2008-255.


�	Ver punto No. 2.4.1.1., del informe No. AU-2008-255 de la Auditoría Interna del A y A.


�	Oficio No. DEP-2007-838, emitido por el Ing. José Luis Arguedas Negrini.


�	Hecho que consta en acta de visitas realizada por de DEHC, Ingenieros Consultores.


�	Plano catastrado No. 5-1121050-2006.


�	Oficio No. DEP-2008-157.


� 	Oficio No. DEP-2007-1061, emitido por el Ing. José Luis Arguedas Negrini.


�	Oficios PRE-2008-0772 y  PRE-2008-0783 del 13 y 18 de agosto 2008.


�	Para mayor claridad, ver criterios doctrinarios de obra pública: Emilio Fernández Vázquez. Diccionario de Derecho Público Administrativo-Constitucional-Fiscal. Editorial Astrea, 1981. Pág.528 y Enciclopedia Jurídica OMEBA. Tomo XX, Bibliográfica Ameba. Buenos Aires, 1975.Pág.: 877.


�	Dictámenes de la Procuraduría General de la República Nos. C-192-95 y C-318-2002 del 5 de setiembre de 1995 y 27 de noviembre de 2002. Sentencia No. 376-99 del 17 de noviembre de 1999, de la Sección Segunda del Tribunal Contencioso Administrativo y sentencia No. 823-F-2000 del 1° de setiembre de 2000 de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia.


�	Oficio No. 09374 del 9 de setiembre de 2008.


�	Oficio No. 07358 (FOE-ED- 0544).


�	Funcionario del Departamento Desarrollo Físico de la Dirección de Estudios y Proyectos.


�	Sesión ordinaria No. 2007-046, del 24 de julio de 2007.


�	No. GG-07-323-2007 del 20 de julio de 2007.


�	Oficio PRE-2008-0772 del 13 de agosto 2008 del Presidente Ejecutivo del AyA.


�	Oficio No. PRE-2007-0775 del 20 de setiembre de 2007.


�	Oficio No. DEP-2008-157.


�	Memorando No. DF-EYP-08-056 del 10 de abril de 2008, dirigido al Ing. José Luis Arguedas Negrini.


�	El oficio fue remitido a este órgano contralor por el señor Eduardo Lezama Fernández, Subgerente de Ambiente y Desarrollo y el memorando es de fecha  6 de noviembre del año en curso, preparado por el Ing. José Luis Arguedas Negrini. 


�	Oficio DEP-2008-368 del 21 de abril de 2008.


�	Memorando DEP-2008-406 del 29 de abril del 2008, dirigido por el Ing. Jose Luis Arguedas Negrini a la Auditoría  Interna del AyA.


�	Artículo cuarto de la escritura No. 37, emitida ante el Notario Público Rodrigo José Rodríguez Morales.


�	Folio No. 47 del expediente No. D1-781-2006 de SETENA.


�	Decreto Ejecutivo No. 32712-MINAE, del 19 de julio de 2005.


�	Decreto Ejecutivo  Nº 31849-MINAE-S-MOPT-MAG-MEIC del 24 de mayo de 2004.


�	Oficio No. AU-2007-315 dirigido a la Secretaria General  de SETENA.


�	Oficio No. G-2008-0108.


�	Escritura No. 37 del 21 de enero de 2008.


�	Acuerdo No. 2001-137.


�	Tomado en la sesión ordinaria No. 2007-046 del 24 de julio de 2007, artículo 3, inciso f).


�	Oficio No. PRE-2008-0787 del 19 de agosto del 2008, en respuesta a oficios Nos.07412 y 8276 del 22 de julio y 12 de agosto de 2008, de este órgano contralor.


�	Entrevista realizada y firmada el 16 de setiembre de 2008, en esta Contraloría General por el Ingeniero German Araya Montezuma.


�	Aprobada por la Junta Directiva del AyA en la sesión ordinaria No. 15, acuerdo 117 del 4 de marzo de 2008.


�	Conocida y aprobada en la sesión extraordinaria No. 2008-037 del 10 de junio de 2008.


�	Oficio No. SB-2008-547 del 4 de agosto de 2008.


�	Suscritas por Antonio Muñoz Fonseca y Alberto Sauter Cardona, en su calidad de integrantes del Comité de Fideicomisarios  del acueducto de playas del Coco y dirigida al Presidente Ejecutivo del AyA, Lic. Ricardo Sancho Chavarría.


�	Oficio No. SB-2008-547 del 4 de agosto de 2008.


�	Celebrada el 4 de marzo del año dos mil ocho.


�	Resolución R-DFOE-GE-4-2008 de las catorce horas del once de julio de dos mil ocho, en donde se consideraron los resultados del Informe N° DFOE-ED-67-2007 del 17 de diciembre de 2007, denominado “Informe sobre los resultados del estudio del presupuesto ordinario del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados (ICAA), para el año 2008”.  


�	El Plan de Inversiones es el conjunto de proyectos extraído de la Cartera de Proyectos que obedecen a las prioridades mayores, con las inversiones distribuidas en el periodo de ejecución, el cual es integrado a los planes operativos quinquenales y anuales, además de ser reportado a las autoridades reguladoras. (Evaluación del Plan de Inversiones de AyA. Desarrollo de Modelos para Elaborar la Cartera de Proyectos y el Plan de Inversiones, preparado por el Ing. Herbert Farrer C., bajo Contrato de Servicios SC: COR/CNT/00716.001 con la OPS/OMS, en diciembre 2003.)


�	Por acuerdo tomado en la reunión del 6 de agosto de 2008, de la Comisión Técnica Acueducto Sardinal y El Coco-Ocotal que nombró el Ministro de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones.


�	Esto sin perjuicio de lo indicado por el Ing. José Luis Arguedas Negrini, en la presentación preliminar de resultados, aspecto que debe ser corroborado. 


�	Acuerdos Nos. 2001-137 y 2007-367, tomados en las sesiones ordinarias Nos. 2001-035 y 2007-046, celebradas el 23 de mayo de 2001 y 24 de julio de 2007.
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